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INTRODUCCIÓN 



El carácter peculiar de nuestro siglo, en materia de le- 
gislación, se traduce por el movimiento y progreso ince- 
sante del Derecho Internacional Privado, al punto deser 
este proclamado, por aquellos que aspiran á descorrer el 
velo de lo futuro, como la verdadera ley del porvenir. 

Basta observar los vínculos quo unen á los pueblos, 
la manifiesta tendencia que los impulsa á confraternizar; 
bajo la doble acción del deber y del interés, para poder ase- 
gurar que esta importante rama del Derecho, está llama- 
da á convertirse en tronco; á dominar por su amplitud y 
por sus gérmenes profusamente generalizadores, el espí- 
ritu estrecho y egoísta del localismo. 

La aldea, la provincia, la nación, son otros tantos gra- 
dos que ha tenido que recorrer el hombre, no sin luchas y 
supremos esfuerzos para romper las barreras interpuestas 
por intereses transitorios y preocupaciones locales. Y esta 
evolución reviste un carácter tan general, que bien puede 
servir de síntesis á la historia de las naciones. 
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Vese en ella una ley inmutable, que nace en una ten 
dencia natural de nuestro espíritu, cuya actividad á me- 
dida que progresa, necesita campos más vastos, horizontes 
más amplios para ejercer su acción. 

Pero esta actividad es en el hombre, inagotable, no se 
detiene ante loe límites de la nación, por más grande que 
ésta sea, y va á buscar, aun fuera de ella, el concurso de 
sus semejantes para hacer fructuosos los esfuerzos, que 
aislados serían estériles. 

Es este el gran movimiento á que asistimos diariamente 
y cuya corriente lleva en todas partes la vida y el bienes- 
tar; por él se juntan los rivales de ayer, los combatientes de 
la víspera, reuniendo bajo su amplia bandera á los vence- 
dores y vencidos, en el interés eterno de la humanidad. 

, La fraternidad universal, si no es un hecho, tampoco 
es una utopía. Es un fin al que naturalmente tiende la hu- 
manidad y al que positivamente es arrastrada por la civi- 
lización — Todo adelanto, todo descubrimiento conquis- 
tado por la ciencia, es un factor que concurre á robuste- 
cer este precioso principio, erigido en dogma por el Cris- 
tianismo. 

Pero la fraternidad es un vínculo generador de relacio- 
nas destinadas á ser regidas por una legislación. Que esa 
legislación sea única podrá ser un deseo más ó menos rea- 
lizable, pero que ella contenga los principios directores 
suficientemente latos para que dentro de ellos puedan es 
tablecerse las relaciones físicas y morales, propias de cada 
pueblo, es un progreso que nos es dado esperar, porqué 
á su realización concurren necesariamente las aspiracio- 
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nes de los pueblos, que se buscan y compenetran para 
ensancharlaesfera.de su actividad. 

Para algunos, es imposible que los Estados que tienen 
vida propia, que varían en las tradiciones, en las cos- 
tumbres, en los usos como también en las condiciones 
geográfico-etnográficas, morales y políticas, puedan te- 
ner leyes uniformes. 

Pero, prescindiendo de que la historia del Derecho, 
nos dice lo contrario, mostrándonos comb, la base de 
una legislación uniforme ha venido progresivamente en- 
sanchándose, desde la antigüedad hasta nuestros dias; 
como, los grandes acontecimientos que han tenido una in- 
fluencia más poderosa en el Derecho: El Cristianismo, 
la Legislación Romana, la Revolución Francesa, han 
contribuido á estender dicha base común; es menester, 
ante todo, para evitar confusiones, colocar la cuestión en 
los verdaderos límites á que de suyo, se halla circuns- 
cripta. 

Tenemos la firme convicción de que no es posible es- 
tablecer las mismas leyes en lo que se refiere estricta- 
mente á las costumbres ó al clima; existen motivos del or- 
den físico imposible de subsanarse y para no citar sino un 
ejemplo: ¿Como establecer una misma edad para con- 
traer matrimonio, aplicable álos habitantes del polo y á 
*os del ecuador? Natura non imperatur nisi parendo. 

No llevamos tampoco nuestra aspiración, al punto de 
desear una especie de Imperio Universal, en que se bo- 
rren completamente los límites de las naciones; por el 
contrario, creemos que la existencia de las naciones es un 
hecho necesario para el progreso de la humanidad; pues 
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así como de las distintas aptitudes y temperamentos de 
los hombres, nace la división del trabajo que es el factor 
más poderoso de la producción, asi también la diversi- 
dad de nacionalidades por razones de raza, de topogra- 
fía, de antecedentes históricos, de sumisión á un mismo 
gobierno, ó por acto deliberativo de la libertad indivi- 
dual, es indispensable para mantener la armonía, que 
reuniendo la unidad con la] variedad esplica y hace fe- 
cunda su mutua conexión. 

Importan estas consideraciones suponer imposible una 
legislación universal? 

En manera alguna — Creemos que ellas manifiestan no 
solo la posibilidad de realizarla, sino que también su 
necesidad. Negarlo sería negar la coexistencia de una 
ley fundamental como es la Constitución con las demás 
leyes que desde la Nación hasta el Municipio rigen rela- 
ciones particulares, que forzosamente han debido reservar- 
se, para mantener su esfera autonómica. 

Búsquese en las leyes, aquellos elementos genéricos sus- 
ceptibles de incorporarse á una esfera superior, que en su 
movimiento no perjudiqué la movilidad de las esferas 
parciales, así como el movimiento que arrastra á. nuestro 
sol en el espacio, no obstaculiza á los infinitos movimien- 
tos propios de cada uno de los planetas que lo acompa- 
ñan; téngase presente los gérmenes preestablecidos en 
todas las legislaciones, que forman un núcleo de princi- 
pios reconocidos por todos, y la ley-»tipo, la ley interna- 
cional que anhelamos será lyi hecho á quien solo faltará 
la ratificación; pues por las necesidades que hacia ella 
nos arrastran, por los intereses que debe salvaguardan 
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existe en la convicción de todos los que aspiran al bie- 
nestar universal. 

Pero si tales son las conclusiones á que llegamos, con- 
siderando á la legislación en general, cuanto más ciertas 
han de ser nuestras aspiraciones, si nos referimos á aque- 
lla parte del derecho que por su naturaleza propia está 
destinado á regir vínculos generales, como lo . es el Dere- 
cho Comercial, cuyas tendencias se hallan en pugna con 
el localismo. 

El Comercio como representante de una de las tres 
grandes esferas de la actividad humana, es el vehículo 
de la vida universal ; podríamos compararlo con el sis- 
tema circulatorio del hombre y así como en éste no exis- 
te una arteria, por más insignificante que sea, cuya ac- 
ción sobre la región orgánica respectiva pueda efectuar- 
se con prescindencia del sistema general; tampoco se 
concibe el comercio sin el carácter de universalidad que 
le es peculiar. 

Por este carácter, por los intereses generales que re- 
presenta, él ha precedido en la historia alas tentativas 
vacilantes de la ciencia, imponiéndose por su natura- 
leza en agente activísimo de la civilización y por necesi- 
dad en propulsor de las relaciones internacionales, coad- 
yuvando así al progreso del Derecho. 

Conceptuamos inútil para nuestros propósitos seguir 
paso ápaso, á través del tiempo, la evolución que ha 
seguido el Comercio, en su marcha progresiva — Ori- 
ginado por las distintas aptitudes de los hombres, ha 
crecido y se ha desenvuelto paralelamente con la cul- 
tura general, siendo por su carácter eminentemente 
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pacificador un impedimento de las guerras, contra las 
cuales ha antepuesto los intereses de todos, de que era 
representante y ha propagado la civilización, de la que 
ha sido el verdadero vehículo. 

Sus distintas faces se hallan sintetizadas por el true- 
que, la moneda y el crédito; estas tres palabras designan 
su origen, su crecimiento y el próspero y floreciente es- 
tado que tiene en la actualidad. 

Aceptado tal cual lo encontramos, no puede negarse 
que los caracteres de sus relaciones son ante todo inter- 
nacionales, y que su marcha progresiva tiende día á día 
á aproximar los pueblos, á establecer entre ellos víncu- 
los de solidaridad que exigen forzosamente reglas uni- 
formes de derecho. 

La diversidad de legislaciones es un dique que se 
opone á su engrandecimiento, suprímase y se habrán su- 
primido las dificultades materiales que impiden el esta- 
blecimiento de relaciones, las incertidumbres que inmo- 
vilizan capitales y los gastos que detienen la especulación 
por falta de éxito, 

En el estado de teoría, nadie niega las inmensas ven- 
tajas que proporcionaría una legislación uniforme en mate- 
ria comercial, mas la mayor parte se limita á considerarla 
como una aspiración legítima, si se quiere, pero de 
difícil si no imposible realización, porque creen más 
fuerte el dique que la corriente destinada á rom- 
perlo. 

No obstante, la idea ha pasado al dominio práctico 
parcial ó universalmente en lo que respecta al sistema de 
pesas y medidas, al monetario, á los correos y pronto 
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lo será en los trasportes por ferro-carriles. ¿Por qué no 
habría de realizarse con igual éxito en un plan más am- 
plio? Acaso, no serían mucho más fecundos los resul- 
tados? 

La prueba de que la idea es practicable está en la 
necesidad de su existencia, reconocida por todos los 
pueblos, pues todos ellosse apresuran á introducir en sus 
legislaciones, reglas convencionales sobre muchos puntos 
de Derecho Internacional, bajo la influencia de estudios 
hechos por eminentes Jurisconsultos. 

Es este un hecho que servirá de introducción á la 
uniformidad, preparando el terreno para su ulterior de- 
senvolvimiento. 

Necesario es convenir, sin embargo, que la unifica- 
ción no puede imponerse desde ya, sobre todas las dis- 
posiciones del Código Comercial, porque existen mu- 
chos puntos, como los referentes á las personas, á los 
actos de comercio, á las Sociedades y á los procedi- 
mientos, cuya esfera entra en la organización propia de 
cada país y otros como los corredores, comisionistas, 
etc. que no han llegado aun á convertirse en una ne- 
cesidad. 

Por otra parte, es bien sabido que estas innova- 
ciones tienen que encontrar resistencias, que nunca con- 
viene atacar bruscamente, pues siempre habría el peligro 
de comprometer en ello, el éxito de toda la jornada; sus 
pasos para ser firmes tienen que limitarse al terreno de 
las necesidades presentes. 

Conceptuamos comprendidas en éstas, las disposicio- 
nes que se refieren á la Letra de Cambio, al Derecho 
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MaHtimo, á los Trasportes por Ferro- Carriles y á las 
Quiebras. 

No es el momento de entrar á considerar cada uno 
de estos puntos, pues ellos se tratarán en capítulo se- 
parado; pero sí, creemos bastará su enunciación para 
concebir fácilmente la posibilidad de supeditarlos á 
una legislación común, desde que, por su propia na- 
turaleza entran en el cuadro de necesidades que hemos 
formulado. • 

A fin de dar un movimiento inicial que parta de 
nuestro propio país y de acuerdo con el prudente cami- 
no que se ha indicado como más propicio para ase- 
gurar la realización de la ley uniforme, indicaremos la 
practicabilidad de la idea en la América Meridional; 
pues existiendo' antecedentes de raza, de historia y de 
legislación, la obra sería aun más realizable y podría 
abarcar mayor número de puntos, que los seña- 
lados. 

Existen algunos caracteres propios de una legislación 
destinada á regir las relaciones del Comercio Interna- 
cional, que conviene tener presente, al trazar el cuadro 
que debe encerrar sus prescripciones. 

Examinada á la luz de los principios racionales y 
consultando la naturaleza que debe reglar, la legisla- 
ción comercial ha de tener un carác-er particular de 
celeridad, armónico con las operaciones que va á regir, 
porqué nada es más conforme con la índole del comer- 
cio, que la rapidez de las transacciones; llevará también 
una seguridad especial, porqué dada la movilidad de 
sus actos y la falta consiguiente de formas solemnes, la 
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ley debe rodear á los individuos de aquellas garantías 
que por sí mismos no han podido muñirse; y por úl- 
timo debe atender al crédito ; porqué siendo éste como 
el aire vital del comercio, reviste una importancia pú- 
blica, por hacer parte de una esfera universal de de- 
rechos y obligaciones. 

Terminamos aquí el trazado de las líneas generales 
dentro de las cuales pensamos desarrollar nuestro tema, 
y en verdad que ellas presentan una magnitud y una 
elevación, que sólo ha de disminuir en razón de las 
pobres fuerzas con que contamos; harto débiles, por 
cierto, para tan jnagna empresa! 

Anímanos un tanto la creencia de que los defectos . 
han de cubrirse por la grandiosidad misma del pro- 
pósito, así como el pintor escenógrafo consigue ocultar 
sus groseras pinceladas, por las proporciones gigantes- 
cas de sus trazos. 



LETRA DE CAMBIO 



La índole del trabajo que nos hemos impuesto, no nos 
permite tomar ad ovo, los muchos puntos que deberemos 
tratar. Nos limitaremas pues, á dar por sentado el conoci- 
miento de este importante documento, que con razón ha 
sido llamado/^/ internacional y cuyas principales ven- 
tajas, un distinguido autor las ha resumido diciendo: que 
ella, reemplaza al dinero por el crédito, la moneda metá- 
lica por el papel y el valor intrínseco por el nominal. 

Nuestro Código, interpretando su verdadero carácter, 
separóse del Código Francés, al que han seguido la mayor 
parte de las Naciones, y estableció en seguida de la defini- 
ción de Letra de Cambio, un tanto deficiente si se quiere, 
la circuntancia de reconocer en ella otro origen y otra cau- 
sa que el contrato de cambio. 

Debido á las sabias disposiciones de la costumbre in- 
glesa, felizmente adoptada entre nosotros, nuestros legis- 
ladores han podido darnos leyes, sobre esta materia, cuyo 
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grado de adelanto no han conseguido aun muchas nació 
nes europeas. 

La letra de cambio por su esencia misma esta destinada 
a tener un carácter internacional. Circula por todas par- 
tes y á esta circulación lleva anexa la cualidad de estable- 
cer estrechos lazos entre los distintos países. El crédito 
universal del cual ella es el representante más vivo, absor- 
ve necesariamente sus condiciones locales para darle el ca- 
ráter mundial que debe tener si ha de reunir las ventajas 
de economía, celeridad y seguridad, que le son propias. 

Estas circunstancias han hecho sentir la necesidad de 
unificar las distintas legislaciones sobre letra de cambio, 
con el propósito de impedir las trabas, dificultades y con- 
flictos diversos, que forzosamente se originan por las doc- 
trinas y preceptos divergentes en leyes de distintos paí- 
ses. 

Bastarían para comprobar esta necesidad, no solo el 
estudio de los conflictos nacidos por causas accidentales, 
de las cuales podría dar un ejemplo, los que se produjeron 
con motivo de la guerra Franco-Prusiana, sino también 
los que resultan á cada instante, en razón de la continui- 
dad de las complicaciones y de los vínculos que los nego- 
cios y los cambios, producen entre los distintos pue- 
blos. 

Tal es la importancia que reviste la unidad en la legis- 
lación de la letra de cambio, que ella ha precedido en al- 
gunos Estados á la del Código, así, por ejemplo, en el 
año 1848 la Confederación Germánica estableció un de- 
recho cambial común, por medio de sus representantes 
reunidos en Leipzig y recien después de las conferencias 
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de Nuremberg, llegó á sancionar el Código de Comercio 
Germánico, promulgado en 1862 — Otro tanto sucedió en 
la Confederación" Suiza. 

Estos ensayos llevados á cabo con tanto éxito hicieron 
nacer la tentativa de darle un carácter universal. Sin po- 
der indicar de una manera precisa, á quien corresponde 
el honor de haber iniciado esta idea, podemos señalar la 
proposición del Ministro Minghetti, en el Congreso délas 
Cámaras de Comercio de Genova, efectuado en Octubre 
de 1869, como uno de los primeros actos positivos ten- 
dentes á poner en práctica esta aspiración, aunque yá en 
1863, la Asociación for tht promotivn of social science, 
reunida en Gantes, formulaba un proyecto internacional so- 
bre letra de cambio. En 1873, el Congreso Jurídico Ale- 
mán, que tuvo lugar en Francfort, señaló la necesidad y 
conveniencia de la uniformidad legislativa sobre letra de 
cambio, circunscribiéndolo á Europa y los Estados-Uni- 
dos. 

La asociación para la reforma y Codificación del Dere- 
cho de Gentes, establecida en Londres, nombró una Co- 
misión en el Congreso de La Haya, para que se ocupara 
de confeccionar un proyecto sobre la materia en cuestión, 
el que fué distribuido entre los Jurisconsultos y las Cá- 
maras de Comercio. 

En 1878, durante la Exposición de París, el Congreso 
Internacional del Comercio y de la Industria, fué más 
allá aun, suscribiéndose á una proposición en que se emi- 
tía el voto de establecer un Código de Comercio Inter- 
nacional; nombróse al efecto una comisión que debía pre- 
sentar las bases de dicho Código, en el Congreso de 
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Bruselas de 1880. Este Congreso no se reunió, fracasando 
por consiguiente el proyecto. 

Por último en 1885, con motivo de la Exposición Uni" 
versal de Amberesy bajo la iniciativa del ilustrado Minis- 
tro de Agricultura, Industria y Obras Públicas, A. Ber- 
naert, se ha reunido un Congreso Internacional de Dere- 
cho Comercial, teniendo por base una comisión de emi- 
nentes Jurisconsultos, nombrados por un decreto real y 
presididos por el Barón Lambermont, al que asistió en 
calidad de delegado de nuestro Gobierno, el Dr. Delfín 
Huergo, actuando como Vice-presidente de la Sección 
General. 

Concurrieron á este Congreso, no solo los más nota- 
bles jurisconsultos de todos los países, incluso el Japón, 
sino también los representantes del foro, de las Faculta- 
des de Derecho, de Sociedades Jurídicas, de Tribunales 
de Comercio, de Cámaras de Comercio y Asociaciones 
Comerciales, de las Bolsas Comerciales; de Bancos^ de 
Compañías de navegación y seguros, de Revistas Jurídi- 
cas, etc. y por fin algunos países que no pudieron enviar 
delegados especiales como la Turquía y el Portugal, ma- 
nifestaron su adhesión á las conclusiones del Congreso. 

Por la composición de sus miembros, por el carácter 
universal que asumió y por los resultados de sus traba- 
jos, puede asegurarse que ha sido el paso más fructuoso 
que se ha dado en pro de la Unificación del Derecho Co- 
mercial. 

Los debates que tuvieron lugar en dicho Congreso, 
las resoluciones adoptadas y las monografías que apropó- 
sito de él se escribieron, han de serla principal fuente 



- 19 - 

de esta parte de nuestro trabajo, el cual como se concebirá 
fácilmente sólo puede ser un cuadro en que se hallen tra- 
zadas las líneas generales de la materia. 

De conformidad con estas ideas, he aquí los puntos 
que serán tratados en este Capítulo: 

I o Caracteres generales de la letra de cambio. 

2 o Capacidad para obligarse. 

3 o Requisitos esenciales. 

4 o De la provisión, 

5 o Aceptación. 

6 o Endoso. 

7 o Aval. 

8 o Del vencimiento y pago. 

9 o Del protesto, 
10° Déla intervención. 
11° De las obligaciones y acciones. 
12° Pérdida de las letras de cambio. 
13° De la prescripción. 
14° Del billete á la orden, de los cheques, etc, 

Caracteres generales de la letra de cambio— Dos 

condiciones principales es menester tener en cuenta, si 
se le ha de dar al documento aquella generalidad indis- 
pensable para que sea susceptible de una adopción Uni- 
versal. La primera se refiere á la forma, la segunda al 
fondo. 

En lo que respecta á -la forma conviene despojarla, 
en lo posible, de aquellos requisitos podríamos decir, 
rituales, con que algunas legislaciones, sin duda, con el 
loable propósito de garantir la seguridad de ciertos de- 
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rechos, revisten á los actos, haciendo depender de ellos 
su validez. 

Es necesario tener presente que estas formalidades 
además de invadir la esfera internacional en que debe 
moverse la letra, la mayor parte de las veces solo sir- 
ven para anular derechos perfectamente claros y evi- 
dentes, dando margen para que en realidad, vengan 
á servir de amparo á la mala fé. 

Lo mismo podría decirse respecto al fondo, en cuan- 
to a las disposiciones que limitan la acción de las par- 
tes. Es un tutelaje irrisorio de la ley, proponerse pre- 
caver la imprudencia ó imprevisión de los contratantes. 
En efecto, cómo podría amparar su débil acción pro- 
tectriz los verdaderos riesgos y peligros que suelen estar 
en las operaciones mismas ? 

Pirmez ha dicho con tanta exactitud como propiedad : 
la vista del interés personal es más clarovidente que el 
ojo del legislador, donde ella no vé riesgos, no existen 
peligros serios. 

Restricción de las formalidades irritantes y latitud de 
acción entre las partes, son las reglas que tuvo presente 
la Comisión especial del Congreso de Amberes y en 
verdad, ellas sintetizan el carácter general que debe 
tener la letra de cambio al incorporarse á una legis- 
lación universal, pues limitan la intervención de la 
ley local y dejan la más amplia libertad posible, á los 
contratantes. 

Capacidad para obligarse — El vasto campo del 
Derecho Internacional privado, se ha dividido entre 
los Jurisconsultos al tratar la ley que rige la capaci- 
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dad, excepto en lo que se refiere á la estabilidad y 
permanencia que debe tener el estado de la persona, 
pues este punto todos lo aceptan como indispensable 
para salvar las complicaciones á que daría lugar su va- 
riación. 

Los fundamentos ó sistemas que sirven de base a las 
decisiones en esta materia, no es posible que los tra- 
temos circunstanciadamente, dados los límites que nos 
hemos impuesto ; bastará observar que en el estado ac 
tual de la ciencia, dos son propiamente los que preva- 
lecen : el sistema de la nacionalidad por el cual el es- 
tado y la capacidad de las personas se rige por la ley 
de su nación ó patria — y el sistema del domicilio que 
acepta como regla de la capacidad personal, la ley 
del domicilio. 

Nuestro Código de Comercio en la V regla general 
sobre la legislación, acepta el sistema de la nacionalidad, 
pero el Código Civil no sólo establece de un modo 
general la ley del domicilio sino que prevé todas 
las dificultades que podrían surgir y adopta disposiciones 
expresas para evitarlas. 

En este conflicto, no cabe duda que debe prevalecer 
el Código Civil, pues á éste corresponde legislar sobre 
la capacidad, no explicándose la existencia de las cita- 
das reglas generales en el Código Comercial, sino como 
supletorias del Civil, cuya promulgación fué muy poste- 
rior. 

Pero ya se acepte uno ú otro de los sistemas, lige- 
ramente esplicados, para nuestro objeto basta tener 
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presente el carácter genérico y fijo apuntado, esto es 
que la capacidad sea regida por una ley personal. 

La Sección del Congreso de Amberes, adoptó los si- 
guientes artículos: 

Es capaz de obligarse por letra de cambio ó por bi- 
llete á la orden todo el que sea capaz de obligarse civil 
ó comercia/mente. 

El extrangero incapaz de obligarse pot letra de cam- 
bio ó por billete á la orden, en virtud de la ley de su 
país, pero capaz según la ley del país donde puso la fir- 
ma en la letra de cambio ó billete á la orden, no puede 
invocar su incapacidad para sustraerse al cumplimiento 
de sus obligaciones. 

Vése en el texto del primer artículo, el espíritu de 
generalidad que hemos señalado como necesario para 
que entre en la esfera de una legislación uniforme. 
Por él se proscriben todas las disposiciones que su- 
jetan la capacidad para obligarse por letra de cambio 
á condiciones especiales, evitando los conflictos á que 
daría lugar la diversidad de estas condiciones y sobre 
todo teniendo en cuenta su inutilidad, pues no existe, 
en verdad, motivo alguno para que la letra de cam- 
bio tenga un carácter especial de responsabilidad. 

¿Qué mayor peligro puede ofrecer que una obliga- 
ción por promesa civil? 

El artículo segundo tiene presente la ley perso- 
nal, pero si deroga un tanto los principios rigorosos 
de ésta, es en obsequio á la dificultad de conocer las 
reglas de incapacidad especial, y á la necesidad de ase- 
gurar la validez del documento. 
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En estos artículos ha prevalecido el proyecto del Ins- 
tituto de Derecho Internacional, sobre el presentado por 
la Comisión del Congreso. 

Requisitos esenciales — Nuestro Código establece 
como requisitos esenciales de la letra de cambio : 

I o La fecha en que se libra. 

2 o La suma á pagar y en que especie de mo- 
neda. 

3 o La época y lugar del pago. 

4 o El nombre del pagador. 

5 o El nombre de la persona a quien ha de pagarse: 
pero si se ha dejado en blanco el portador de buena 
fé puede poner el suyo. 

6* La firma del librador á su nombre ó al de su 
casa de comercio, ó la de la persona que firma por 
él, con poder especial. 

7 o La cláusula á la orden, pues de otra manera 
dejaría de ser endosable y 

8 o La enunciación de si se ha expedido por primera, 
segunda, tercera ó más vías, no siendo una. Faltando 
esta declaración se entiende que cada uno de los ejem- 
plares es una letra distinta. 

En realidad, existen en la letra de cambio, dos cla- 
ses de requisitos, unos indispensables, cuya inobservan- 
cia produciría la nulidad del documento y otros sim- 
plemente útiles, pero que no atacan su validez en caso de 
no existir. 

Desde luego, es necesario admitir como una cualidad 
esencial, que ella es una orden de pago incondicional y 
ejecutable por la presentación de la letra misma — 
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y para que tenga tal carácter es menester precisamente 
que reúna ciertos requisitos, cuya determinación debe 
responder al espíritu de generalización dominante en 
esta materia. 

Entran en éste indiscutiblemente, I o , la indicación de 
la suma; 2 o designación de quien debe pagarla; 3 o la 
firma del que la originó. — El punto controvertible es la 
designación de la persona que debe cobrarla. 

Respecto de la designación del beneficiario, no cabe du- 
da que debe ser un requisito esencial, desde que por 
la naturaleza de la letra de cambio, no sólo se rigen 
las relaciones de dos personas : un deudor y un acree- 
dor, sino qne ella debe prestarse a la intervención de 
una tercera persona á favor de la cual se ejecutará la 
orden de pago. 

De modo que, el concurso actual de dos personas y el 
concurso por lo menos virtuales una tercera, son ab- 
solutamente indispensables para la existencia de la letra 
de cambio. 

Fundados en estos motivos los miembros de la sec- 
ción del Congreso aceptaron el requisito en estos térmi- 
nos: 

Indicación de que' debe ser pagada á un tercero ó 
que ella es á la orden ó al portador. 

Dedúcese de esta disposición, que el girante no puede 
crear una letra para pagarse á sí mismo — No exis- 
tiendo, en realidad, sino dos personas, aunque fuera acep 
tada por el girado, no sería una letra dé cambio—. 
Otra cosa será, si el girado la hace ksti orden pues en* 
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tonces habrá la posibilidad de que entre el tercero por el 
endoso. 

Nos queda aun un punto para terminar con estos re- 
quisitos y es el que se refiere á dejar en blanco el nombre 
del beneficiario, aceptado por nuestro Código (inc. 2 n. 
4 Art. 776). 

Se buscaría en vano un argumento para proscribirlo, 
desde el momento que es admitido por todos el endoso en 
blanco y tanto peligro habría en uno como en otro. 

La letra de cambio en blanco es en realidad una letra al 
portador y de aquí, que ésta pueda ser autorizada por la 
misma razón. 

Como hemos visto, nuestro Código y con él muchos 
otros, exigen mayor número de requisitos, como ser: la 
fecha, el vencimiento y e) lugar del pago, éstos aunque 
útiles no son indispensables, pudiendo suplirse fácilmente; 
no entran, pues, en los elementos genéricos que estamos 
construyendo. 

No sucede lo mismo con ciertos requisitos exigidos 
por algunas legislaciones, verbigracia: que ella importa 
una remisión de plaza á plaza, ó la indicación de valor re- 
cibido; éstos deben ser proscriptos de una legislación ge- 
neral *pues atacan la naturaleza de la letra de cambio, des- 
virtuando su verdadero carácter 

De la provisión— r- Respecto de la provisión como obli- 
gación del librador, por más que el Congreso de Ambe- 
res, haya decidido incluirla en su proyecto (por 27 votos 
contra 16) creemos que no debe figurar en una legisla- 
ción con pretensiones de universal. 

Para poder proyectar alguna luz sobre este punto, con- 
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viene ante todo tener presente las dos teorías antagónicas 
en materia de letra de cambio, que dividen las legislacio- 
nes, al respecto. Por una parte el sistema del Código 
Francés y por la otra la doctrina Alemana, más conforme 
con la teoría económica y social del siglo. La primera 
da un verdadero privilegio al portador sobre la provisión, 
privilegio irritante y que por el hecho de ser tal, debe eli- 
minarse de una legislación general. 

Invocan los sostenedores de este sistema, los unos, la 
equidad, citando como ejemplo el hecho de que un acree- 
dor puede girar hoy una letra y mañana otra en razón y 
por valor de la misma deuda, y niegan que pueda reco- 
nocerse al segundo giro el mismo derecho á la provisión 
que al primero; otros ven un peligro en suprimir la provi- 
sión, pues importaría favorecer la letra de complacencia, 
habriendo un ancho campo al abuso. 

Vese predominar en esta teoría un resto del viejo loca- 
lismo, una idea ilusoria del tutelaje ejercido por la ley y un 
olvido completo de la ley-tipo que se busca. 

El comercio internacional no puede admitir disposicio- 
nes escepcionales; luego no puede invocarse la equidad, 
con este título; lo que se quiere en realidad, es romper la 
igualdad entre los acreedores, lo que podría dar márjen á 
numerosos fraudes. 

Se habla de abusos, y á cuantos no daría lugar, permi- 
tiendo á un acreedor, de acuerdo con el tenedor, crearse 
un privilegio al girar contra el deudor próximo á que- 
brar? 

No puede admitirse la provisión, si se quiere que la le- 
tra de cambio responda á las necesidades de la vida co- 
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mercial, desempeñando sus funciones de papel-moneda, 
entre los comerciantes. La provisión no puede sostenerse, 
bajo el punto de vista de la ciencia pura y considerada 
respecto del privilegio del portador, se halla en pugna con 
el derecho moderno cuya tendencia general, es reducir, 
todo lo posible, los privilegios. 

Apliqúense ahora, las reglas que hemos desarrollado, 
al carácter esencial, propio de una ley universal, y se ve- 
rá con cuanta mayor razón la disposición citada es con- 
traria á su espíritu. 

Tal es la fuerza de estos argumentos, que la misma 
mayoría de la comisión, bajo la razón aparente, de que la 
adopción del sistema contrario, existente en muchas nacio- 
nes, podría obstaculizar su propaganda, propuso algunas 
reglas, que fueron aceptadas, tendentes á resumir los 
principios del sistema moderno. 

De modo que han venido á quedar aceptados los dos 
sistemas, lo cual tratándose de una ley general, es irriso- 
rio. Se ha recurrido el análisis como medio de transac- 
ción, cuando en realidad, el carácter que se persigue es 
de síntesis. 

De la aceptación — He aquí el artículo adoptado por 
la sección del Congreso y que á nuestro juicio adolece 
de 'defectos inconciliables con los rasgos generales, pro- 
pios de la unificación: 

Entre comerciantes y por deudas comerciales, el acreedor 
tiene el derecho, salvo convención coniraria, de girar sobre 
su deudor una letra de cambio que no exceda el monto de 
la deuda, y el girado debe aceptarla. 

Concebiríamos el artículo, si en vez de salvar la con- 
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vención contraría, estipulara la convención expresa, por- 
que si alguna presunción debe caber en la ley, ha de ser 
laque favorezca al deudor; yes de presumirse que éste 
no ha de preferir que se convierta su deuda de simplemen- 
te exigible, en ejecutable. 

Es crear, por otra parte, un derecho exorbitante á 
favor del acreedor el cual puede, en un momento 
dado, determinar la quiebra de una casa solvente. — 
También se desvirtúa por este derecho, aquella regla 
que hemos sentado sobre la latitud que debe dejarse á 
las convenciones. 

Aun cuando se invoque la naturaleza especial de 
ciertas operaciones, no puede presumirse el consenti- 
miento tácito, porque está en la naturaleza délos asuntos 
comerciales el reglarse por convenciones. 

Se pueden argüir las ventajas que reporta el acreedor, 
para hacer un pago inmediato en otro lugar que su 
domicilio ó la rápida realización del monto de su cré- 
dito por el descuento. — Mas estas ventajas, que siem- 
pre podrían existir por convenciones previas, no es 
preferible sacrificarlas en vista de los graves inconve- 
nientes que la adopción de tal medida ocasionaría? 

Así lo creemos y por ello conceptuamos al artículo, 
fuera de los principios generales, que nos sirven de 
norma. 

En general, es evidente que el tenedor es libre de 
presentar ó nó la letra para que sea aceptada por el 
girado; mas en el caso que deba pagarse á cierto tiempo 
de vista, se concibe fácilmente la necesidad de que el 
tenedor la presente, so pena de perder sus recursos. — 
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Y como en este caso entra en la esencia de la legisla- 
ción internacional tener presente las distancias para apre- 
ciar el tiempo, el Congreso aceptó el siguiente ar- 
tículo : 

La presentación á la aceptación no es obligatoria, sino 
para la letra de cambio pagadera á un cierto tiempo de 
vista. 

El tenedor de una letra de cambio pagadera á un 
cierto tiempo de vista, debeba/o pena de perder sus derechos 
á los recursos, presentarla á la aceptación en el plazo indi- 
cado en la letra ó á falta de indicación, en los cuatro me- 
ses de su fecha, si la letra ha sido girada en el mismo 
continente y dentro de ocho meses si ha sido girada desde 
otro continente. 

Nada tenemos que observar respecto de los demás 
artículos del proyecto sobre este punto, como son: 
la aceptación por simple firma, la aceptación limitada á 
una suma, el protesto por falta de aceptación etc., casi 
todas ellos se limitan á establecer reglas admitidas por 
todas las legislaciones y capaces por tanto de ser acepta- 
das en el Derecho General. 

Del endoso — Entra en las condiciones esencia- 
les de la letra de cambio, el poder circular libremente 
y cualquier medio que coadyuve á este fin, concurre tam- 
bién á facilitar su incorporación á una ley uniforme. 

Por estas razones aceptóse en el seno de la Comisión 
especial del Congreso, el siguiente artículo: 

La simple firma del tenedor puesta al dorso de una 
letra de cambio, vale por un endoso. 

El artículo siguiente establece la trasmisión por el endo- 
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so déla propiedad de la letra de cambio y de todas las 
garantías reales ó personales anexas. 

Por este medio fácil y sencillo de trasmisión, el cesio- 
nario adquiere no sólo la propiedad de la letra de cam- 
bio,, sino que también todas las garantías que estuvieren 
unidas á ella, incluso el derecho de prenda ó de hipote- 
ca. — La condición exigiblepor el Comercio Internacional, 
de que la letra pueda circular rápidamente, sin escri- 
turas complicadas, ni inscripciones costosas, 'justifi- 
can suficientemente esta derogación a los principios ge- 
nerales. 

En virtud de consideraciones análogas, no es posible 
dejar de establecer la obligación solidaria que todos 
los endosantes contraen con el tenedor; quitarle esta cua- 
lidad sería poner trabas á la libre circulación de la letra 
de cambio. — Así lo ha entendido la sección especial del 
Congreso de Ambéres, insertando en su proyecto esta 
disposición. 

Del aval — Esta caución de la letra de cambio, pa- 
ra entrar en la esfera de una legislación uniforme, debe 
contener aquellos elementos comunes que constituyen, 
por decirlo así, un germen preestablecido en la unifi- 
cación. 

La obligación solidaria, salvo convención contraria 
del garante, la posibilidad de hacer el aval por acto se- 
parado y la constitución del aval, por la simple firma 
del garante en el anverso de la letra, son disposiciones 
que concuerdan con una ley general. 

El artículo 860 de nuestro código establece: que las 
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mujeres no comerciantes solo pueden garantir una letra 
de cambio en la forma indicada por las leyes civiles. 

Nuestra antigua legislación civil que limitaba la capa- 
cidad de la muger para el contrato de fianza, á ciertos 
casos, esplica esta disposición que hoy no tiene razón de 
ser, desde que, el Código Civil ha variado la antigua 
doctrina; y por tanto teniendo las mugeres capacidad 
para girar, aceptar, adquirir y transmitir letras, no existe 
motivo alguno para prohibirle la garantía por aval. 

Hemos indicado este punto, porqué, aun cuando en 
el estado actual del Derecho nos parece incontestable, 
conviene marcar "estas conquistas que, gradualmente, 
hace la ley comercial sobre las viejas sutilezas de la legis- 
lación civil; en cuanto que ellas importan reconocer la 
difusión de las ideas modernas del comercio y su ten- 
dencia á establecer entre todos los pueblos una armonía 
de instintos, de necesidades y de sentimientos. 

Del vencimiento y del pago — El interés del gira- 
dor y de los endosantes, impone al tenedor de la letra, 
la obligación de exigir el pago el día del vencimiento. 

La circunstancia de si debe exigirse el pago el dia an- 
terior ó posterior al vencimiento cuando este cae en dia 
feriado legal, es una cuestión de poquísima importancia 
y que, con tal de ser uniforme, habría de dar idénticos 
resultados. 

La presentación al pago de las letras á la vista sin 
plazo designado expresamente, debe ser hecha en un 
cierto término, que la Sección del Congreso fijó en seis 
meses posteriores á la fecha. 

La letra de cambio debe ser pagada en la mone- 
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da que ella indica. — Tratándose de una moneda es- 
trangera, puede ser hecha en moneda nacional, al curso 
medio del cambio en la víspera del vencimiento, co- 
tizado sobre la plaza más próxima al sitio del pago, á 
menos que el girador no haya prescripto formalmente el 
pago en moneda estrangera. 

Que el tenedor de la letra no pueda rehusar un pago 
parcial, ni ser obligado á recibir el pago antes del ven- 
cimiento, quedando á cafgo del pagador, la responsa- 
bilidad de un pago hecho en esa forma, son disposi- 
ciones admitidas en beneficio del comercio interna- 
cional y por ese solo título, propias de entrar en esta 
legislación general, aunque nuestro Código no establezca 
algunas de ellas, por ejemplo, el pago parcial. 

Otro tanto podemos decir de la liberación del obliga- 
do, cuando paga la letra á su vencimiento y sin oposi- 
ción, y que ésta, solo se admita en caso de pérdida de 
la letra, quiebra del tenedor ó incapacidad para re- 
cibir; así como, el derecho del deudor que paga toda 
la letra, para exigir la devolución de ésta, ó la mención 
del pago parcial sobre la letra y el recibo sobre una 
copia de la misma. 

La liberación del girado con respecto al tenedor en 
una letra con varios ejemplares, se efectuará pagando so- 
bre el ejemplar que aceptó y á falta de aceptación, 
sobre el primero, que le sea regularmente presen- 
tado. 

Una última disposición referente á este párrafo, es 
la prohibición á los Jueces, de acordar plazos para el 
pago de una letra de cambio. 
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Por esté artículo, el Derecho General, limita la ac : 
ción de las legislaciones locales, aun cuando todas es- 
tán de acuerdo, en someterse á esta convención univer- 
sal, porque concurren sus intereses particulares con 
los generales, y no puede ser de otra manera, si se 
consulta la condición esencial del crédito y la libre 
circulación de la letra de cambio, que tiene por base 
la seguridad que debe darse al tenedor sobre el pago 
de ella, en el dia del vencimiento. 

Del protesto. — Casi todas las legislaciones concep- 
túan al protesto, como un medio indispensable, para 
que el tenedor pruebe la negativa del girado á aceptar 
ó pagar, y pueda, por consiguiente, ejercer sus recursos 
contra los otros garantes de la letra ; por el protesto se 
mantiene la acción ejecutiva de la letra y por estas razo- 
nes, el portador está estrictamente obligado á cum- 
plirlo. 

Pero, hay legislaciones como la inglesa, en que las 
letras impagas no son por lo general protestadas ; limi- 
tándose el tenedor á notificar el rechazo del pago á 
aquellos contra quienes las vías de los recursos le están 
abiertas, y solo en casos especiales es obligatorio el pro- 
testo. 

De estas divergencias, nacen conflictos, que corres- 
ponde salvar á una ley internacional. 

El Congreso de Amberes, aceptó el siguiente artí- 
culo, que á la vez que permite mantener los usos y cos- 
tumbres de cada país, fija la obligación del portador en 
hacer constar la falta de pago. 

La denegación total ó parcial del pago, debe ser cons- 
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talada por el tenedor, sea en un acto llamado protesto por 
falta de pago, sea en otra forma admitida por la ley del 
país en que la letra de cambio sea pagadera. 

Nuestro Código, ni la generalidad de las leyes es- 
trangeras, hablan de la cláusula sin protesto. No obs- 
tante, la doctrina y aun las leyes de países como Ale- 
mania, han consignado este principio fundándose en su 
justicia, en los beneficios que proporciona y en que sin 
menoscabar intereses ágenos, pertenece á materias, que 
las partes pueden derogar por convenciones ; razones 
todas ellas, que concuerdan con el espíritu de una legis- 
lación universal, pero cuyos efectos deben ser ex- 
presa y prudencialmente indicados. De acuerdo con 
estas consideraciones, hé aquí el artículo aceptado por 
la Sección de la Letra de Cambio : 

La cláusula sin protesto ó sin gastos, tiene por efecto, res- 
pecto de quien la estableció y de los endosantes ulteriores, dis- 
pensar al portador de la obligación de hacer protestar la le- 
tra, ella no priva al tenedor el derecho de hacer ejecutar el 
protesto y de exijir el reembolso de los gastos. 

El caso fortuito ó fuerza mayor, exonera al tenedor 
de la letra de la obligación de protestar, sin privarle de 
sus acciones eontra los garantes? 

Hé aquí una cuestión importantísima en que el Con- 
greso de Amberes se limitó á aceptarla afirmativamen- 
te, sin embargo de que, ella ha producido las mayores 
controversias en el seno mismo de cada Nación, siem- 
pre que se ha querido supeditarla á un precepto fijo. 

Asi, por ejemplo, en Francia, Pothier sostenía este prin- 
cipio: «Si por alguna fuerza mayor ó imprevista el protes- 
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to rto hubiere podido hacerse el dia que debió ser hecho, la 
falta de protesto en dicho dia no privaría al propietario 
de la letra de sus acciones en garantía, porque nunca 
puede uno estar obligado á lo imposible.» En cambio, 
el Conde Corvetto fundándose en el carácter de la letra 
de Cambio, propuso en las Sesiones del Consejo de Esta- 
do,, este otro : «Todo caso fortuito que impida ó retarde 
el protesto, será á cargo del portador» . Ni una ni otra 
de estas opuestas proposiciones se insertó en el Código 
de Comercio, dejando así á los Tribunales, la decisión de 
cada caso particular; por lo demás la Jurisprudencia Fran- 
cesa con la opinión de sus principales Jurisconsultos ha 
decidido casi constantemente que la fuerza mayor puede 
escusar la falta de protesto. 

Las leyes inglesas y norte-americanas declaran que «si 
una fuerza insuperable ha impedido protestar en tiempo 
oportuno, no debe privarse de sus recursos al portador.» 

En Italia aunque su Código ha dejado la apreciación á 
la jurisprudencia, ésta ha admitido la escusa por fuerza 
mayor. 

En Alemania donde, según hemos dicho, un Congreso 
reunido en Leipzig, estableció una ley uniforme sobre 
letras de cambio, respecto de este punto no pudo arribar 
a una conclusión definitiva; encargándose por consi- 
guiente de resolverlo á los Tribunales respectivos, los 
cuales por lo general exijen forzosamente el protesto para 
que el portador no pierda sus recursos. 

Nuestro código rompiendo el silencio que guardan 
casi todas las legislaciones sud -americanas sobre esta cues- 
tión, trae la siguiente disposición, en el art. 831 ; 
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«Siendo la letra espedida en tiempo suficiente para que, 
según el curso ordinario, llegue antes del vencimiento al 
lugar en que debe ser pagada y no llegando sino después 
del vencimiento por impedimento justificado de fuerza 
mayor ó caso fortuito, el tenedor conserva todos sus de- 
rechos, con tal que presente la letra al dia siguiente de su 
llegada, y la proteste en falta de aceptación ó pago. 

El artículo 890 establece que no se perderán los recur 
sos del portador cuando las leyes del país donde deba 
pagarse opusieran un obstáculo directo 6 indirecto al pro- 
testó — Agregando así esta nueva circunstancia á las 
condiciones del caso fortuito que, según la definición de 
Casaregis, comprende: accidens quod per diligemtiam, 
curamve mentís humance non potest evitar i, nec prcevideri. 

Entrar de lleno en una circunstanciada discusión 
sobre el conflicto que las jurisprudencias y las opiniones 
dominantes en los distintos países han establecido, sería 
hasta cierto punto romper la regular armonía y propor- 
ción que debemos guardar en nuestro trabajo, estendién- 
donos demasiado en algunos puntos con evidente per- 
juicio de otros. 

Por estas consideraciones hemos de limitarnos á indi- 
car los argumentos principales que por una y otra parte 
se han invocado. 

En general los opositores á la conservación de los re- 
cursos del portador que por fuerza mayor no pudo ha- 
cer el protesto, se basan: en la naturaleza de la letra de 
cambio, cuya rápida circulación exije para que pueda 
mantener su vigor jurídico, una exacta regularidad en 
su mecanismo; en el principio jurídico: que la cosa per- 
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dida aun por fuerza mayor se pierde para su propietario ; 
en las oposiciones y escepciones que surgirían con motivo 
de la presentación ó protesto estemporáneo las cuales 
concluirían por hacerle perder los caracteres esenciales de 
celeridad, y seguridad del pago en el diadel vencimien- 
to, etc. 

Argumentan los sostenedores de la escepción por fuerza 
mayor: la injusticia notoria que habría en poner en una 
misma línea al negligente que no quiso observar las dis- 
posiciones de la ley con aquel que materialmente no pudo 
cumplirlas ; el axioma de derecho imposibilium non est 
obligatio; la falta de equidad que existiría en hacer per- 
der sus derechos al poseedor iuculpable en ventaja de los 
garantes sin que estos tengan título alguno legítimo, cuan- 
do un hecho independiente del tenedor ó imprevisto, im- 
pida que llegue en tiempo hábil la letra cuyo venci- 
miento sea muy próximo, etc. 

Esta diversidad de opiniones, los conflictos entre las 
legislaciones que ligeramente hemos señalado, muestran 
como este punto pertenece á aquellos en que la uniformi- 
dad de la ley cambial, sea, como dice Norsa, una necesaria 
innovación, afirmada por los escritores y publicistas y 
aplaudida por los hombres de negocios prácticos y posi- 
tivos. 

Conviniendo en ello, aceptaríamos como solución de 
estas dificultades una ley internacional que contuviera la 
doctrina de nuestro Código, (art. 831) pues á los argu 
mentos que se han aducido á su favor tendríamos que 
agregar el espíritu de las operaciones comerciales que 
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deben regirse ex bono et ceqico y no sería, en verdad, equi- 
tativo imponer una pena á la desgracia. 

De la intervención — Todas las legislaciones admiten 
la intervención de un tercero, para aceptar ó pagar una 
letra de cambio, en caso de la denegación del girado — El 
interviniente, se compromete á pagar ó paga, para evitar 
los gastos y salvaguardar el crédito de la persona por 
quien interviene. 

La intervención tiene que producirse después del pro- 
testo, porque antes de éste, no existe constancia categóri- 
ca de la repulsa del girado. 

La obligación del que interviene, de notificar inmediata- 
mente su intervención á la persona por cuya cuenta ú ho- 
nor intervino, y la conservación de los derechos del te- 
nedor contra el girante y endosantes, apesar de la acepta- 
ción por intervención, está de perfecto acuerdo con los 
principios del derecho común. 

Trascribimos a continuación, uno de los artículos adop- 
tados por la Sección del Congreso de Amberes, sobre 
pago por intervención. 

Aquel que pague una letra de cambio, por intet ven- 
ción se subroga en todos los derechos del tenedor, contra 
la persona por la cual intervino, los garautes de ésta y el 
gif ado ; contrae también, las obligaciones que incumben al 
tenedor , en ctcanto á las formalidades qtce debe cumplir. 

Hemos fijado nuestra atención en este artículo, prescin- 
diendo de los que tratan la obligación del tenedor á 
aceptar el pago por intervención, so pena de perder sus 
recursos contra las personas que hubieran quedado libres 
por el pago, y del orden de preferencia en el caso de 
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varios intervinientes, porque consigna un principio de su 
ma importancia para los fines que perseguimos. 

En efecto, estableciendo el principio de la subrogación 
en favor del interviniente, se provocan y se estimulan 
los pagos por intervención, concurriendo de esta manera 
á la segundad déla letra, que es una de las condiciones 
esenciales, para que ésta reporte las mayores ventajas en 
el comercio internacional. 

De las obligaciones y acciones — Todos los firman- 
tes de la letra de cambio, están obligados solidariamente 
respecto del tenedor. 

Esta garantía se extiende al monto de la letra, á los 
intereses, á los gastos del protesto y otros legítimos* 
Los intereses corren á partir del primer día útil por el 
protesto. 

Importa esta disposición un principio fundamental en 
materia de letra de cambio. 

La responsabilidad solidaria de todos los que han fir- 
mado la letra, respecto del tenedor, permite á éste, en falta 
de pago ejercer sus recursos contra uno solo de los fir- 
mantes, sin que se le pueda oponer la escepción de or- 
den ó división, Es el procedimiento más propio, 
para garantir la seguridad del documento, que como ya 
se ha dicho, es uno de los elementos esenciales en la le- 
gislación uniforme sobre letra de cambio. 

No menos importante es el artículo del proyecto que 
establece la responsabilidad de cualquier firma puesta en 
la letra de cambio, por la obligación que ella implique, 
sin tener en cuenta la nulidad ó falsedad de otro com- 
promiso ó de otra firma. 
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Esta regla deroga los principios generales del dere- 
cho en cuanto que, según éstos la nulidad de la obliga- 
ción principal, implica la de la accesoria, á menos que 
estaño se haya tomado expresamente para garantirse 
contraía nulidad de la primera. 

De esta manera, y teniendo siempre presente el papel 
que desempeña la letra de cambio, las condiciones de que 
es necesario rodearla, para impedir los obstáculos que 
pudieran interponerse á su rápida ejecución, se dispone 
que todos los compromitentes se consideran aisladamente; 
no teniendo influencia la nulidad del uno sobre la validez 
del otro. 

Respecto de los plazos, en los cuales debe ejercerse el 
recurso de garantía, así como las formalidades á obser- 
var en el ejercicio de este recurso, el Congreso de Ambe- 
res resolvió: que se determinara por la ley del país en 
que la acción es intentada, pues existe una verdadera im- 
posibilidad de fijar estos plazos de una manera invaria- 
ble, desde que, su determinación según las distancias, exi- 
jiría un punto de partida uniforme, imposible de ser mar- 
cado en un proyecto de ley internacional. 

La sanción de la ley, por la prescripción de los plazos 
fijados para la presentación de la letra, el protesto por fal- 
ta de pago y el ejercicio de la acción en garantía, consiste 
en la caducidad déla accionen garantía, salvo el caso de 
fuerza mayor. 

El proyecto adoptado por el Congreso de Amberes, 
no trae disposición alguna 1 sobre recambio, porque admi- 
te el derecho de girar por parte de un acreedor cualquie- 
ra contra su deudor y por tanto á. fortiori debe aceptarse 
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el derecho del tenedor impago, de ser reembolsado por 
medio de una resaca contra el girante. 

Pérdida de las letras de cambio— La ley que prevé 
estos accidentes debe tener por objeto principal, el sal- 
vaguardar los derechos del propietario, estableciendo las 
garantías necesarias, en provecho del girante, endosantes 
y girado. 

Para remediar la pérdida del documento, el pro- 
pietario puede hacer intervenir la acción del Juez del 
lugar en que debía efectuarse el pago, pidiendo su anula- 
ción y obteniendo en su reemplazo, por la decisión judicial 
un nuevo título para reclamar el pago. Pero como no 
sería justo que el girado pagase dos veces; la ley debe 
obligar al propietario déla letra perdida, ádar una fian- 
za y en caso de no darla, su acción se limitará á exigir el 
depósito de la suma. 

Dado el caso de protesto por falta de pago y pudiendo 
ser la pérdida de la letra tan próxima del vencimiento 
que imposibilitara el obtener una decisión judicial, el pro- 
pietario puede conservar sus derechos, mediante un acto 
de protesto hecho y notificado á los interesados en los 
mismos plazos, que el protesto ordinario. 

Existe otro recurso para el propietario que perdió la 
letra, y que nosotros de acuerdo con nuestro Código cree- 
mos debe ser el primero en interponerse. Consiste di 
cho recurso en requerir á su inmediato endosante para 
que preste su nombre é interponga sus oficios (que no 
podrá rehusar) en el sentido de obtener un nuevo ejemplar, 
este repetirá la misma operación hacia la persona de 
quién recibió la letra y así remontando de endosante 
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á endosante se llegará al girador. Después que éste 
haya espedido el nuevo ejemplar, cada endosante estará 
obligado á establecer su endoso. Si la pérdida ocurrió, 
antes de la aceptación, la nueva letra deberá presentarse 
para que se acepte y á su vencimiento debe pagarse, 
pero si la pérdida tuvo lugar después de la aceptación, 
el aceptante no está obligado á restablecer su aceptación 
y el pago no podrá exijírsele, sino afianzando bastante- 
mente el valor de la letra. 

Con muy pequeñas variantes casi todas las legisla- 
ciones establecen estos preceptos, que nos hemos con- 
tentando con enumerar, por creer suficientemente justi- 
ficados los motivos por los cuales deben tener un lugar 
asignado, en la ley internacional. 

Prescripción. — El proyecto aceptado en las sesiones 
del Congreso de Amberes, estableció que todas las ac- 
ciones relativas á la letra de cambio se prescriben por 
cinco años á contar del último día útil para el protesto 
ó desde el día de la última persecución judicial, sino 
hubo condenación ó si la deuda no fué reconocida por 
acto separado 

Se esplica suficientemente esta corta prescripción, 
aun en ungí ley universal, por la celeridad de las ope- 
raciones mercantiles y especialmente en la letra de 
cambio, en que los comerciantes se apresuran á pagar- 
las ó á cortar la dificultades que puedan originar. 

Tratándose, como dice el Dr. Pinero, de un título 
que interviene en un número prodigioso de operacio- 
nes comerciales, que es la manifestación más activa del 
crédito, requiérese que las vinculaciones que produz- 
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ca se estingan rápidamente á fin de que no constituyan 
una amenaza para el mismo comercio, trabando sus ope- 
raciones, en vez de servirle de vigoroso auxiliar. 

El plazo que hemos indicado es el que siguen con 
corta diferencia casi todas las legislaciones (nuestro 
Código señala cuatro años ) si Se exceptúa la ley Ale- 
mana, cuyo mayor plazo es de diez y ocho meses. 

En el lapso de tiempo indicado, la ley admite en 
favor del deudor una presunción de pago, pero por el 
hecho de no ser más que una presunción, el demandan- 
te tiene derecho á deferir el juramento fcl deudor pre- 
tendido y éste la obligación de prestarlo. 

Del billete á la orden, de los cheques, etc. — 
Establecidas las condiciones esenciales del billete á la 
orden, las cuales consisten : 

I o En la indicación de la suma. 
2 o El nombre de h persona á quien debe pa- 
garse. 
3° La fnención de si el billete es á la orden ó al 

portador, y 
4 o La firma del que se obliga. 

Conocida también la diferencia con la letra de cam- 
bio, sabemos que les son aplicables todas las disposi- 
ciones concernientes á ésta, que no estén escluidas por 
la naturaleza del billete á la orden ó al portador. 

Lo mismo podríamos decir de los billetes á la orden 
pagaderos á la vista ó sean cheques, bonos, mandatos 
de pago, etc., que tienen por especial objeto reglar los 
pagos; por razón de este objeto especial debe imponér- 
seles un corto plazo para la presentación. El mencio- 
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nado Congreso de Amberes, estableció cinco días, cuan- 
do la disposición ha sido hecha en la plaza que debe 
pagarse, y si fuera hecha en otro país, el plazo para 
presentarlo será de ocho dias con aumento de un dia 
por cada 500 km. duplicándolo, cuando el trayecto deba 
efectuarse en todo ó en parte por vía de mar. 



Este lijero estudio sobre la letra de cambio, consi- 
derada bajo el punto de vista de una ley internacional, 
si no presenta resuelto el problema de la unificación, 
pretensión que nunca tuvimos, servirá, por lo menos, 
para darnos la convicción de su posibilidad. 

Existen aún muchas preocupaciones, muchos espí 
ritus reacios y un cierto egoísmo local, que forman ver- 
daderos obstáculos á la propagación de estas ideas ; 
pero existen también tendencias perfectamente definidas, 
intereses reales y morales que día á día van aglomerán- 
dose y cuya acción incesante, conseguirá tarde ó tem- 
prano por imponerse. 

El Congreso de Amberes ha mostrado, en medio de 
elementos heterogéneos que representaban las distintas 
partes del mundo, como existen en esta materia carac- 
teres comunes, y que descartando las disensiones teóri- 
cas ó doctrinarias, ha sido posible formar un proyecto 
sobre letra de cambio, capaz de ser aceptado por todos 
los países. La misma divergencia de opiniones mani- 
festada en su seno, como ha hecho observar el ilustre 
Presidente de la Sección « Letra de cambio » ha ser- 
vido para distinguir los puntos en que todos los miem- 
bros estaban acordes, de aquellos en que discrepaban, y 
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aunque su importancia se limitara á esto solo, bastaría 
para señalar un gran paso en pro de la unificación, prepa- 
rando, por decirlo así, el terreno para que otras reú- 
nes más felices, aseguren y consigan realizar este 
justo y anhelado deseo, de aquellos que ven en el pro • 
greso, el más poderoso medio del perfeccionamiento 
humano. 

Terminaremos con los votos emitidos por la Comi- 
sión Internacional y que podrían considerarse como un 
suplemento á sus disposiciones : 

I o Reducción de los gastos de protesto al míni- 
mum de lo que sea necesario para retribuir á 
los funcionarios encargados de estos actos. 
2 o Que se aplique á los efectos internacionales el 

encaje postal. 
3 o Supresión en todas partes de las disposiciones 
que confunden el derecho fiscal con el privado, 
haciendo anulables y sujetando á ciertas cadu- 
cidades, los efectos que no se hallen regular- 
mente timbrados. 
4 o Promover un Congreso Internacional para sim- 
plificar y asegurar la percepción del derecho 
de timbre, de los efectos de comercio ; como se 
hizo con los correos. 



DERECHO MARÍTIMO 



El derecho comercial marítimo, se halla especial- 
mente destinado á ser una fuente de conflictos, pro- 
ducidos por las divergencias de las reglas que es nece- 
sario aplicar á unos mismos hechos. 

Por más que de suyo, las reglas locales cuidan de 
establecer principios que tiendan á armonizar las dis- 
tintas leyes que forzosamente deberán encontrarse ; no 
son por eso menos frecuentes las colisiones que á cada 
momento se producen, ni menos apremiante la necesi- 
dad de uniformar sus leyes. 

Debe señalarse como una de las causas, que mayor- 
mente ha influido para exijir esta uniformidad, la teo- 
ría económica del libre cambio, por la cual lanzados 
libremente los productos á buscar mercado, convierten 
los puertos en verdaderas poblaciones flotantes cosmo- 
politas, en que las leyes, usos y costumbres de los 
países más apartados, vienen á aplicarse en un punto 
único. 

Debiendo versar las disposiciones de esta legislación, 
sobre el uso délas cosas, que sirven de trasmisores ma- 
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teriales, de los hombres y de los productos de país á 
país, más que ninguna otra lleva en sí misma un ca- 
rácter internacional, 

Y por esta circunstancia, aun antes que las leyes po- 
sitivas hubieran establecido disposiciones al respecto, ya 
la necesidad había sugerido un derecho común, más ó 
menos sancionado por el uso y la costumbre. — Con- 
vendráse fácilmente en los beneficios, que en un estado 
tal de cosas, puede producir una ley internacional. 

Mencionaremos como una de las mayores dificultades 
que se oponen al logro de esta aspiración la estensión de 
la materia á tratarse, bastando recordar para ello que 
nuestro Código (y con él la mayor parte de los otros) 
consagra, casi la tercera parte desús artículos al De- 
recho Marítimo. 

Agregúese á esta circunstancia el término angustioso 
que se nos hadado para cumplir esta tarea, y quedará 
esplicada la generalidad con que hemos de tratarla; li- 
mitándonos á considerar aquellos puntos más impor- 
tantes, por los principios que envuelven y por las con- 
troversias á que han dado lugar. 

No obstante, hemos de seguir un cierto orden de 
exposición, que comprenderá los siguientes títulos: 

I o Conflicto de leyes marítimas. 

2 o De los propietarios de los buques. 

3 o Del capitán. 

4 o Del conocimiento. 

5 o Del contrato de fletamento, 

6 o De las averias. 

7 o De los seguros. 
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8 o Del contrato á la gruesa. 

9 o Del abordage. 

10 Del salvamento y de la asistencia. 

Por lo demás, en el curso de esta revista un tanto 
superficial, hemos de tener presente aquellas reglas y 
aquellos principios ya señalados, como norma de una 
legislación uniforme. 

Conflicto de leyes marítimas — He aquí la pre- 
gunta formulada por la Sección de Derecho Marítimo, 
en el Congreso de Amberes: 

¿ En el caso de conflictos de leyes marítimas diferen- 
tes, qué ley debe aplicarse? Si hay lugar á distinguir los 
casos, qué distinciones es menester hacer? Qué litigios 
debe regir la ley del pabellón*. 

El miembro informante M. Lyon-Caen, distinguido Ju- 
risconsulto, á quien se debe una importante monografía 
sobre la materia, que tenemos á la vista, dijo en nom- 
bre de la comisión respectiva: que era necesario partir 
de la idea, que en materia de leyes marítimas, no se po- 
día sentar un principio general, ni establecer que tal ó 
cual ley deberá en caso de conflicto aplicarse siem- 
pre. 

La Asamblea adoptó por unanimidad esta propo- 
sición : 

En caso de conflicto de leyes marítimas, no debe aplicar, 
se una regla general, sino distinguir según los casos. 

Tratándose de una ley general, seduce á primera 
vista, la idea de resolver todas las cuestiones por una 
regla única, y no es dudoso que si alguna debería 
aceptarse en este sentido, sería la ley del pabellón. 
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En efecto, por la naturaleza especial del buque, éste 
puede compararse con una persona, pues como ésta, 
tiene un nombre, un domicilio, que es su puerto de ma- 
trícula, una nacionalidad indicada por su pabellón y por 
fin también tiene un acta de bautismo. Visto desde 
este punto de comparación, los partidarios de la nacio- 
nalidad, opinan que la ley que debe aplicarse es la del 
pabellón. 

Mas, sin contar con la ventaja práctica, para el cré- 
dito marítimo y comercial, que resultaría de aplicar 
una ley única, existe también otro motivo teórico para 
sostenerla ley del pabellón; nace este motivo, de con- 
siderar al buque como un inmueble flotante, que ha sido 
separado del territorio nacional, pero que se supone 
una partícula de él, y por consiguiente en virtud de la 
lex reí sitce á que se supeditan los inmuebles, se le hace 
extensiva la aplicación de la ley nacional. 

No obstante, es imposible desconocer las desventajas y 
graves inconvenientes que en ciertos casos produciría la 
aplicación de la ley del pabellón y en este sentido, ha 
sido más prudente, antes de establecer una ley de hierro, 
dejar un camino abierto á las justas influencias que pue- 
den tener las circunstancias peculiares á cada caso; sin que 
esto perjudique, que siempre que sea posible se apli- 
la ley del pabellón, con preferencia á la del país donde 
el buque se encuentre y á la del Estado del Tribunal 
destinado á juzgar. 

Ventilada la cuestión principal, descendamos á algu- 
nos conflictos particulares, á fin de investigar la ley que 
debe aplicarse. 
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En todos los conflictos originados por derechos reales 
sobre los buques, como privilegios, hipotecas marítimas 
etc. la sección adoptó la ley del pabellón. 

Algunos autores, basándose en que el privilegio sobre 
el buque, ha sido contraido en el momento del contrato 
y que á todos interesa que dicho privilegio sea universal- 
mente respetado; optan por la ley del lugar en que el con- 
trato ha sido cancluido. 

Estos argumentos son fácilmente destruidos por los 
preopinantes. Los partidarios de la ley del pabellón 
aducen en primer lugar, que el buque debe considerarse, 
más bien que como un mueble, como uua parte movible 
del territorio y que por tanto en lo que concierne á 
los derechos reales, debe aplicarse la ley que rige á 
los inmuebles; en segundo lugar por el interés de los ter- 
ceros, y porque no se concibe que pueda establecerse un 
régimen para los privilegios de un buque, sin tener por 
base la ley del lugar en que está matriculado; existe 
por último una razón práctica para desechar la ley del 
lugar del contrato. Pueden existir varios contratos, de 
donde hayan resultado las hipotecas y ellas pueden 
haberse formado en diversos países, y en este caso ala 
ley de qué país debe darse la preferencia? Resulta 
ría que la ley destinada á salvar los conflictos, sería por 
el contrario la que los originaría. 

También fué adoptada la ley del pabellón para re- 
gir las diferencias entre los copropietarios del buque ó en- 
tre el propietario y el capitán ó tripulación ó en fin entre el 
capitán y la tripulación, asi como para determinarla es- 
tensión de la responsabilidad de los propietarios respecto 
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de los terceros, en cuanto á los hechos y obligaciones del 
capitán y de la tripulación. 

En materia de reglamento de averias, á pesar de la in~ 
certidumbre que, existe respecto de la legislación aplica- 
ble, sobretodo cuando el destino de los buques es alternati- 
vo, se ha creido más conveniente aceptar las disposiciones 
consagradas por el uso, esto es: que la liquidación de las ave- 
rias se haga según la ley del puerto en que el cargamento 
se entregue. Motivos de prudencia, temores de que la 
innovación sea prematura han hecho desechar la ley del 
pabellón, que indudablemente sería más armónica con 
una disposición de carácter universal. 

Respecto délos abordajes conviene distinguir dos ca- 
sos. 

Cuando el abordaje se produce en los puertos, ríos ú 
otras aguas interiores, debe regirse por las leyes del lugar 
en que se produjo la colisión. 

El abordaje en alta mar, si se ha producido entre dos 
buques de una misma nacionalidad, se regirá por la ley 
nacional. Si las nacionalidades son distintas, cada uno 
es obligado en el límite de la ley de su pabellón y no pue- 
de recibir más de lo que estas leyes le atribuyan. 

Han mediado, para adoptar esta última disposición, 
la necesidad de mantener la igualdad entre los adversa- 
rios, tomando un nivel común que es el de la legislación 
más favorable para el dañado. 

En las prescripciones relativas al abordaje, desde que 
la ley impone á la víctima, ciertas formalidades sin las 
cuales caducaría su derecho, la Sección del Congreso In- 
ternacional, obrando con un espíritu liberal y justiciero á 
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la vez, ha dejado á elección del Capitán, las formalidades 
de varias leyes diferentes: la de su pabellón, la del pa- 
bellón del buque abordante y la del primer lugar á donde 
llegue el buque. 

En materia de asistencia marítima es necesario, no so- 
lo evitar los conflictos por una ley uniforme, sino también 
fomentar el estímulo, dando al Capitán asistente la segu- 
ridad de ser remunerado, de acuerdo con las leyes de su 
pabellón. 

Dos casos notaremos en las averías: si son comunes, se 
presume que los aseguradores aceptan la ley que rige á 
los asegurados; en los otros casos, cuando los conflictos no 
están previstos por la póliza, se resolverán según la ley, 
condiciones y usos del país al cual, las partes han toma- 
do la póliza. 

Todes estas disposiciones que nos hemos visto obliga- 
dos, á reducir á su más mínima expresión, responden en 
un todo á la esfera en que deben encerrarse los principios 
conducentes al triple objeto de una ley universal sobre el 
comercio marítimo; celeridad en las operaciones, evitando 
ó cortando las trabas que puedan interponerse, seguridad 
en los resultados y afianzamiento del crédito como con- 
secuencia de ésta última condición. 

De los propietarios de buques — Una de las cuestio- 
nes más importantes y que ha dado lugar á mayores con- 
troversias, es la que se refiere á las cláusulas de irrespon- 
sabilidad del propietario, insertadas en el conocimiento, 
en cuanto á las consecuencias de los hechos y compromi- 
sos del capitán, relativos al buque y á la navegación. 

Para darse cuenta de la magnitud de este problema, es 



— 54 — 

menester, como dice Marterlinck, tener presente la revolu- 
ción que ha producido en la jurisprudencia clásica, digá- 
moslo así, un acontecimiento del orden físico: la máquina 
á vapor. 

Hace algunos años, los conocimientos se limitaban á 
indicarlas condiciones esenciales más ó menos generales 
y de las que podrían dar un ejemplo, las enumeradas en el 
artículo 1194 de nuestro Código Comercial, por ellas no 
se establece siquiera la libertad de estipular convenciones 
entre partes, aunque se hallan en el contrato de fletamento; 
esta circunstancia y las disposiciones acerca déla respon- 
sabilidad de los dueños y partícipes de un buque, señala- 
das en el artículo 1037, son suficientes para asegurar la 
no previsión de nuestros legisladores sobre las cláusulas 
de irresponsabilidad. 

Mientras tanto, he aquí como poco á poco, se han in- 
troducido esas cláusulas. Empezóse por reservar la li- 
bertad de escalas (Nuestro Código establece en el inciso 
5 ° del artículo 1194, como requisito del conocimiento, 
la declaración de las escalas), sea para tomar combusti- 
ble ó para cargar ó descargar las mercaderías; en seguida 
vino la exoneración del dueño, en cuanto á los vicios pro- 
pios del buque ó de las máquinas, á las faltas ó errores náu- 
ticos y al arrumaje;ypor último el armador, por algunos 
Conocimientos, se exonera de los hechos y faltas desús co- 
misionados. 

El acrecentamiento de los riesgos de la navegación: 
abordajes, rupturas y esplosiones de máquinas etc que re- 
sultan de la navegarión á vapor, la gran capacidad de los 
buques movidos por esta fuerza, que hace imposible que el 
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armador conozca á todas las personas con quienes se obli- 
ga, la multiplicación délos reclamos por los perjudicados 
por los accidentes señalados y por otra parte como con- 
secuencia de éstos, la mayor responsabilidad con que la 
Jurisprudencia ha gravado á los armadores; ha hecho que 
éstos se defiendan por la estipulación de cláusulas restric- 
tivas de dicha responsabilidad. 

Puesta la cuestión en estos términos, se pregunta si las 
cláusulas de esta naturaleza son legales, en principio ge- 
neral. Si el propietario de un buque, puede estipular la 
eliminación, de la responsabilidad establecida por la ley, 
en sus relaciones con los cargadores. 

Para sostener la legalidad, se invoca el principio de la 
libertad de las convenciones, mientras no ataquen al or- 
den público ó alas buenas costumbres. Para desechar- 
la, se dice: que dicha libertad no existe, pues las compa- 
ñías de navegación imponen la aceptación de las fórmu- 
las de sus conocimientos y por otra parte, es también un 
atentado al orden público por el descuido que la irrespon- 
sabilidad del propietario debe producir y los peligros con- 
siguientes que resultan. 

Nos vemos precisados á indicar estos solos argumen- 
tos, que conceptuamos principales, á pesar de las vivas 
controversias é interesantes discusiones, en que se hizo un 
verdadero lujo de argumentos, por una y otra parte, en 
la Asamblea del Congreso de Amberes. 

Este, teniendo presente su misión reducida á dar una 
ley capaz de ser uniforme, adoptó el temperamento de 
la transacción, buscando en un justo medio, la resolu- 
ción de tan delicado problema. 
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Transcribimos el proyecto adoptado. 

Loe propietarios de buques, son civilmente responsa- 
bles, respecto de los fletadores y cargadores, por los he- 
chos de sus capitanes y comisionados relativos al car- 
gamento, á menos que justifiquen, que el daño provino 
de fuerza mayor. 

Sin embargo, es permitido á las partes derogar por es- 
tipulaciones particulares esta responsabilidad, salvo las es- 
cepcionds siguientes: 

Es prohibido d los propietarios de buques exonerar de 
antemano su responsabilidad \ por una cláusula inserta en 
el contrato defletamento, en el conocimiento ó en cualquier 
otra convención. 

(a) Por todos los hechos de stes capitanes ó comisionados 
que tendieran á comprometer el perfecto estado de navega- 
bilidad del buque. 

(b) Por aquellos hechos que tuvieran por efecto causar 
perjuicios, por vicio de arrumaje, falta de cuidados ó in- 
completa preservación de las mercaderías confiadas á su 
cuidado. 

(c) Por toda baratería, todo hecho, acto ó negligencia 
que tenga el carácter de culpa grave. 

Aceptamos con tanta mayor razón estas decisiones 
cuanto que, sin desconocer los motivos dados por los ar- 
madores como justificación desús procederes y la fuerza 
délas doctrinas desarrolladas por los Jurisconsultos, en su 
apoyo, no podemos admitir en absoluto uno de los he- 
chos dados como base, esto es: los mayores siniestros 
acaecidos á consecuencia de los vapores, desde que, como 
lo ha demostrado la Estadística, las máquinas en general 
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han disminuido los riesgos, y solo en los primeros momen- 
tos de implantación, cuando no se habia hecho con ellas 
un número suficiente de esperiencias, pudieron producir 
los trastornos enumerados. 

El mismo Congreso, teniendo en cuenta las disposicio- 
nes de casi todos los Códigos, sobre la limitación de la 
responsabilidad de los propietarios con el abandono del 
buque, adoptó el siguiente artículo, que según M. Vranc- 
ken, trae una innovación favorable al armador, en cuanto 
le dá á optar entre el abandono del buque y el flete, ó el 
pago de su valor en caso de una responsabilidad ilimi- 
tada: 

La responsabilidad de los propietarios de buques, que de- 
riva de hechos y compromisos de sus comisionados, es limita- 
da al valor del buque y del flete en el momento de la perse- 
cución. 

Pueden librarse de esta responsabilidad por el abandono 
del buque y del flete. 

Otros puntos decididos por el Congreso Internacional, 
sobre los propietarios de buques, son los referentes al ca- 
rácter de la responsabilidad de los propietarios y al caso 
particular en que el propietario ha dado la posesión del 
buque á un fletador - armador que lo esplota por su 
cuenta. 

Resuelve la primera cuestión, negando la existencia de 
la solidaridad, entre los diversos co-propietarios de partes 
del buque, salvo la aplicación de las reglas en materia de 
sociedad, de acuerdo en esto con las disposiciones de núes • 
tro Código. Respecto del segundo punto, establece la 
subsistencia de la responsabilidad del propietario, aun 
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cuando haya dado la posesión del buque á un fletador-ar- 
mador que lo esplota, salvo su recurso contra este úl- 
timo. 

Del Capitán — Siendo el capitán, como dice nuestro 
Código, la persona encargada de la dirección y gobierno 
de un buque, muchos son los deberes impuestos á su car- 
go, mas tratándose de una legislación general conviene 
sintetizar en lo posible esas obligaciones á fin de que los 
preceptos genéricos, dejen la necesaria esfera de acción á 
la ley local. 

La primera cuestión á plantearse como principio ge- 
neral, es la responsabilidad del Capitán por sus faltas náu- 
ticas ú otras ó por su dolo. 

El Congreso aceptó la siguiente disposición, al res- 
pecto: 

En principio general^ el Capitán responde personalmente 
por sus faltas, á los cargadores. Por escepcidn no responde 
de sus faltas náuticas cuando ellas no tienen el carácter de 
dolo ó culpa grave. El Capitán no puede por cláusulas ins- 
criptas en el conocimiento, librarse de la responsabilidad que 
le incumbe. 

El artículo, como se ve, resuelve no solo la cuestión en 
principio general, sino también las escepciones y las cláu- 
sulas de irresponsabilidad. 

Al confeccionar esta proposición, se ha consultado, á 
nuestro juicio, los verdaderos principios dominantes, acor- 
de, por otra parte, con el espíritu que animaba al Congre- 
so; el cual la aceptó sin discusión alguna. 

Pocas palabras bastarían para fundarla. El Capitán 
tiene bajo su guarda la vida de unos y la fortuna de otros, 
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se halla por otra parte, revestido de una autoridad suficien- 
te, como jefe del buque, para que la unidad de mando resi- 
da en él, siendo éste un hecho necesario para evitar los 
graves males que pudieran traer el desacuerdo ó desave- 
nencias: luego, por la misma naturaleza de su cargo, debe 
ser responsable personalmente délos daños que sobrevi- 
nieren por su falta ó culpa. 

Aceptar las cláusulas de irresponsabilidad, sería atentar 
á la moral y al orden público, abriendo la puerta á los 
descuidos y sus consecuencias, que la ley debe expresa- 
mente garantir. 

Respecto déla obligación del capitán, en hacer visitar 
su buque al tiempo de cargar ó en intervalos fijos, nuestro 
Código establece en el artículo 1081, dicha obligación, 
mediando requisición departe interesada, para hacer reco- 
nocer por peritos si el buque se halla en estado de nave- 
gar. 

La Comisión del Congreso, teniendo presente la diversi- 
dad de legislaciones al respecto, y consultando el espíritu 
general, que ha de dominar en sus decisiones, aceptó el si- 
guiente artículo: 

Una visita del buque debe tener lugar a intervalos que 
se determinarán por las legislaciones particulares. 

La falta de reconocimiento en la época legal, hará desa- 
parecer la presunción de buena navegabilidad del bu- 
que. 

Del conocimiento — Al ocuparnos de los conflictos 
de las leyes marítimas, hemos tenido ocasión de tratar 
algunos puntos referentes á este documento, corresponde 
ahora, ocuparnos de las condiciones que debe reunir el 
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conocimiento, para hacer fé contra las partes interesadas 
en el cargamento y entre ellas y los aseguradores; si exclu- 
y le aprueba contraria y respecto de quién: y por útti- 
mo cuál es la autoridad que debe atribuirse respectiva- 
mente al conocimiento y á la póliza de fletamento, en caso 
de contradicción. 

La solución de estas cuestiones la ha dado el Congre- 
so de Amberes, adoptando el siguiente artículo: 

El conocimiento debe indicar la naturaleza y la cantidad, 
así como las especies de los objetos que deben transportarse, 
el nombre y el domicilio del cargador, el nombre del 
capitán, el nombre del destinatario, el nombre y la nacio- 
nalidad del buque, el lugar de partida y las indicaciones 
relativas al destino, las estipulaciones respecto del flete, las 
marcas y números de los objetos trausportados, el número de 
ejemplares entregados y la fecha en que fné firmado. El 
conocimiento puede ser: á la orden, al portador, ó á per- 
sona denominada. 

El establece entre el capitán y el cargador una presun* 
ción que excluye toda prueba contraria, salvo el caso de 
dolo; el capitán no puede oponer al tercero portador, la 
escepcidn deducida del dolo del cargador; los terceros á 
los cuales se oponga el conocimiento y especialmente los ase- 
guradores deben, aun en ausencia de dolo, poder hacer la 
prueba contraria. 

En caso de desacuerdo entre el conocimiento y la pó- 
liza de fletamento, hay lugar á preferir el conocimiento. 

Respecto de los requisitos, ha sido necesario entrar 
en una larga enumeración, á fin de fijar el carácter parti- 
cular del documento y los efectos necesarios de la unifor- 
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midad. Ellos envuelven, por lo demás, los preceptos es- 
tablecidos por casi todas las legislaciones. 

La aceptación del conocimiento endosable, trae tan 
manifiestas ventajas al Comercio Internacional, que nos 
creemos dispensados de fundarla. 

La última disposición del artículo se esplica perfecta- 
mente, teniendo presente, que el conocimiento es la ver- 
dadera prueba del cargamento. La póliza no basta para 
constatar la realización de éste, porque de la convención 
entre capitán y armador, que se cargarán mercaderías en 
el buque, no se sigue irremisiblemente, que ese cargamen- 
to haya tenido lugar. 

Del contrato de fletamento — El fletamento es el 
contrato de locación del buque para el servicio á que está 
destinado. Nuestro Código, como se sabe perfectamen- 
te, ha establecido una definición impropia en el artículo 
1184, diciendo: que es un contrato de arrendamiento de 
un buque cualquiera; pues esto daría lugar á confundir el 
contrato celebrado, entre el propietario y el naviero, que 
es un comodato ó locación sujeta á las disposiciones del 
Derecho Civil, con el contrato de fletamento á que nos re- 
ferimos. 

Muchas de las cuestiones á que da lugar este importan- 
te contrato, han quedado sin resolver por él Congreso de 
Amberes, unas por considerarlas de orden secundario y 
otras por no creerse snficientemente estudiadas. 

Por nuestra parte, las omitiremos también, tanto por 
faltarnos el valioso concurso de la discusión en el seno del 
Congreso, cuanto por la índole de nuestro trabajo, que 
no nos permite estendernos mucho sobre particularidades. 
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Una de las cuestiones ventiladas y resueltas por el 
Congreso, fué la trasmisibilidad por endoso déla póliza 
de fletamento. 

La Comisión propuso reconocerle los mismos caracte- 
res de trasmisibilidad que el conocimiento, pero en la 
Asamblea se opuso el argumento de que podría por un 
simple endoso esponerse á una parte á encontrarse obliga- 
da respecto de terceros, con los cuales no hubiera consenti- 
do á haber tratado directamente. Por esta razón y á pe- 
sar de que, el proyecto primitivo permitía al armador, 
estipular por una cláusula la no trasmisibilidad, la Asam- 
blea adoptó el artículo, en esta forma: 

La ley no debe prohibir la trasmisibilidad de la póliza 
de fletamento por vía de endoso. 

De esta manera se garante el poder virtual de trasmi- 
tirse por endoso, que es propiamente el carácter recono- 
cido en el documento y se evita la dificultad apuntada. 

Los derechos y obligaciones del Capitán respecto de 
los cargadores, cuando el buque no ha podido concluir el 
viaje comenzado, por innavegabilidad, naufragio, bloqueo, 
etc: deben resumirse, como dice M. Jacobs en esta fórmula 
general: está obligado á obrar de la manera más conveniente 
á los intereses de los cargadores; trazarle una línea de con- 
ducta determinada, serviría lo más amenudo, para com- 
prometer los intereses que se quieren salvaguardar. 

El flete de distancia, al cual tiene derecho el Capitán, 
dependerá de las condiciones en las cuales podrá volver á 
enviar las mercaderías á su destino; no tendrá derecho sino 
á la diferencia entre el flete primitivo y el nuevo. El flete 
total que debe pagar el Cargador no será modificado, á 
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no ser el caso inverosímil, en que el nuevo flete sea mayor 
que el antiguo, debiendo entonces soportar la diferencia. 
El Capitán que ha cumplido con su deber, puede llegar 
hasta perder todo el flete, pero nunca á suplirlo con su 
dinero. 

¿Debe pagarse el flete entero, cualquiera que sea el es- 
tado de deterioro de las mercaderías llegadas á su destino? 

¿El cargador puede librarse del flete por el abandono 
de la mercadería? 

Si las mercaderías, dice M. Vacs, llegan averiadas á 
su destino por culpa del Capitán, éste debe responder de 
los perjuicios, según los principios generales del Dere- 
cho; pero si se averian por vicio propio, no pudiendo impu- 
tarse este hecho al Capitán, es justo que el flete se pa- 
gue integramente. Contrario á la equidad sería, permitir 
al cargador, librarse del flete, por el abandono de la mer- 
cadería; equivaldría á hacer soportar al Capitán, además de 
los riesgos de las averías particulares que el buque puede 
sufrir en el viage,el délas averías particularmente propias 
de las mercaderías. 

Prevése también el caso, en que la mercadería es vendi- 
da, en su interés mismo, en un puerto intermedio y partien- 
do del principio, que el Capitán ha obrado en el interés es- 
clusivo del propietario de la mercadería, debe abonarse al 
primero el flete íntegro; pero como por otra parte, según 
ha hecho observar Mr. Spée, el Capitán no debe sacar un 
beneficio personal de esta situación, como lo hace ahor- 
rándose los gastos que le hubiera ocasionado la conserva- 
ción de la mercadería hasta el fin del viaje, es justo que se 
deduzcan estos gastos del flete. 
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Respecto del derecho del Capitán para retener la mer- 
cadería, hasta el pago ó consignación del flete, el Congre- 
so, reconociendo en el Capitán el derecho á reclamar una 
garantía por el pago de su flete, pero no pudiendo exigir 
una caución, porque ella importaría una autorización por 
un texto expreso de la ley, ha dispuesto se haga el depósito 
en manos de tercero, lo cual tratándose de mercaderías li- 
tigiosas, entra en la esfera del Derecho Común; pudiendo 
por lo demás, llegarse fácilmente por él á la caución. 

Averías — La distinción entre las averías comunes y 
particulares, es el primer problema que se presenta, al 
querer establecer una ley uniforme sobre la materia. 

Se fijará esta distinción por medio de una definición de 
la avería común ó por una enumeración legal? 

A nuestro juicio no es dudosa la solución, tratándose 
una ley internacional. En los Códigos particulares, como 
en el nuestro, se esplica que no solo se haya dado una re- 
gla general, sino que también se haya hecho una enume- 
ración, tan prolija como ha sido posible, para distinguir los 
casos de avería común; pero en un Código Universal, la 
uniformidad de las leyes marítimas, no puede establecerse 
ni mantenerse sino bajo la condición que sus reglas se li- 
miten á definir la avería común, dejando á las partes el cui- 
dado de enumerar las principales causas. 

Sentada esta proposición, he aquí la definición del pro- 
yecto: 

Son averias comunes todos los gastos extraordinarios y 
todos los sacrificios hechos voluntariamente por el Capitán 
ó por su ófden para ta seguridad común del buque ó del 
cargamento. 
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No es necesario que se trate de salvar al buque y al 
cargamento, basta que se trate del buque ó del cargamen- 
to, en todo ó en parte; porque el sacrificio hecho en el in- 
terés común da lugar á una repartición de las perdidas 
entre los diferentes intereses abrazados por el buque y la 
carga. De otra manera, sería también poner en manos 
del Capitán la facultad de arrojar toda la mercadería, si 
encontrase así, el medio de librar al buque de toda contri- 
bución de avería común. 

El gasto ó el sacrificio no será suficiente que sea hecho 
por un interés común cualquiera; para caracterizar la ave- 
ría común, es menester que se trate de escapar á un peli- 
gro, sin requerir por esto, que sea inminente. 

En el caso que los gastos ó sacrificios tengan que 
hacerse por faltas cometidos por el Capitán ú otra persona 
interesada en el cargamento, por vicio propio del buque ó 
de la mercadería, la avería, se conceptúa común, pues de 
otra manera se confundirían la contribución á la avería co 
mún con la acción por daños y perjuicios, la cual siempre 
podrá reservarse á la víctima, contra el autor, antes de la 
liquidación. 

¿Quienes deben contribuir á formar la masa que ha de 
soportar las averías comunes? 

Casi todas las legislaciones están acordes en proratearla 
entre el buque, el cargamento y el flete; pero hay algunas 
como la Francesa, que solo hace entrar al buque y al flete 
por la mitad de su valor. Nuestro Código no establece 
estas distinciones y los pone á todos en la misma línea, si 
se esceptúa el flete, del cual debe deducirse los sueldos y 
manutención de todos los individuos de la tripulación; en 
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este sentido creemos más conforme con una ley interna- 
cional, las disposiciones de nuestro Código al respecto 
que son á la vez, las que en el fondo estableció el Congreso 
de Amberes. 

Seguros — Es este un punto que á su natural impor- 
tancia añade una aun mayor al incorporarse a una ley 
universal, porque su desarrollo y ulteriores ventajas de- 
penden del más ancho campo de acción que puedan 
abarcar sus operaciones. 

El sistema del seguro, según las repetidas pero siem- 
pre precisas frases del conde de Corvetto «después de 
«haber consultado las estaciones; ha dirigido su mirada 
«hacia el mar; ha examinado el temible elemento; ha pre- 
«sentido sus borrascas; ha espiado la política; ha recorri- 
«do los puertos y las costas de ambos mundos; ha so- 
c metido todo á cálculos sabios, á teorías aproximativas y 
«ha dicho al hábil comerciante y al intrépido marino: cier- 
«tamente hay desastres que el hombre no puede remediar, 
«pero en cuanto á vuestras fortunas, id sin temor, atrave- 
«sad los mares, desplegad vuestra actividad y vuestra in- 
«dustria;yo me encargo de los riesgos. Entonces, si es 
«lícito decirlo así, las cuatro partes del mundo se han 
aproximado.» 

Las ciencias de observación han suministrado los da- 
tos, el cálculo de las probabilidades ha servido de instru- 
mento para borrarla eventualidad, para suprimir las cau- 
sas aleatorias, pero aun queda un obstáculo, al que no ha 
podido aplicar sus más hábiles cálculos y que por su ac- 
ción constante ha convenido en aceptarlo como una carga, 
que en definitiva viene á pesar sobre todos sin provecho 
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de nadie; este obstáculo, esta traba, no es otra que la di- 
versidad de legislaciones. 

En este punto la unificación del Derecho, no solo trae- 
ría las ventajas generales que hemos señalado, sino que se 
traduciría inmediatamente por una utilidad pecuniaria, 
qué vendría á refluir en beneficio de todos. 

Pero, sobre qué cosas, puédela ley autorizar el se- 
guro? 

Entrar en una enumeración de ellas sería incurrir en 
la misma dificultad indicada en la avería común; de modo 
que debe bastar la enunciación de un principio general, 
suficientemente lato para comprender los casos especiales. 

La Sección del Congreso adoptó el siguiente: 

Todas las cosas ó valores estimables en dinero y su- 
jetas dios riesgos de' la navegación, pueden hacer el objeto 
de un contrato de seguro marítimo válido. 

El seguro sobre la ganancia esperada, que nuestro Có- 
digo admitía ya en la época de su promulgación y que 
era absolutamente prohibido por las legislaciones de otros 
Estados, ha yenido á teríer una sanción universal en este 
principio, patentizando de esta manera, la sabia previsión 
de nuestros legisladores. 

Fundábanse los opositores, en el falso concepto de que 
el seguro solo puede tener por objeto la , reparación de 
la pérdida de una cosa real, pues de otra manera se con- 
vertiría, según ellos, en un juego de azar de aquí deducían, 
que siendo la ganancia .esperada un producto eventual, 
cuya existencia depende de un hecho futuro, el asegurado 
no podía establecer al tiempo de contratar, que dicha ga- 
nancia fuera una cosa expuesta á perderse. 
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Nace la inexactitud de este argumento en .confundir la 
cosa sobre que recae el seguro con el fin que se proponen 
los contrayentes. En la apuesta ó en el juego de azar 
propónense las partes realizar una ganancia á expensas 
déla otra, en el seguro solo se tiene en vístala reparación 
de un daño no importando que este pueda resultar de una 
cosa existente en el momento del contrato ó de laño exis- 
tencia de una cosa que se espera. Desde que, como se ha 
dicho, el carácter del seguro resulta del fin que se propo- 
nen las partes, claro está que no se opone ásu legitimidad 
la eventualidad de la cosa asegurada. 

Por otra parte, podría agregarse á estas consideracio- 
nes el hecho de que las mismas leyes opuestas al seguro 
sobre la ganancia esperada, han aceptado implícitamente 
el principio que le sirve de base, autorizando el seguro 
contra los riesgos á que se hallan expuestos los productos 
de la agricultura, los cuales son tan eventuales como la ga- 
nancia que se espera. 

Veamos ahora, cuales son las condiciones, bajo las cua- 
les el asegurador puede, después del siniestro, discutir y 
controlar el valor manifestado. 

Consultando la razón pura, como ha dicho M. Droz, la 
indemnización no debería en ningún caso pasar del monto 
de la pérdida y por consiguiente tendría que ser fijada so- 
bre el valor del objeto asegurado, en el lugar de su des- 
tino. 

Pero todas las legislaciones están acordes, en considerar 
como asegurables el valor del objeto en el lugar y al tiempo, 
de la partida, porque todas convienen en las grandes dificul- 
tades y en las incertidumbres que sobre las operaciones 
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marítimas, traería, la estimación de los objetos asegurados 
en el lugar de llegada. 

Por estas razones, será necesario admitir el valor del 
objeto, en el lugar de partida, acordándose al asegura- 
dor, con ciertas escepciones, el derecho de. discutir el va-, 
lor estimado; porque si bien es cierto, que siempre tendría 
una acción de nulidad en caso de dolo ó fraude, éstos son 
muy raros y difíciles dé probar y traen consecuencias que 
no pueden concurrir con la simple exajeración de valor, la 
cual, no obstante, es más peligrosa, por su facilidad misma 
y porque crea un interés á la pérdida. 
. En el Congreso de Amberes, después de una luminosa 
discusión en que tomaron parte el Presidente de la Sección 
M. Jacobs y los Sres. Caveri, Ulrich, Wendt, Cruysmans, 
Dierksens, Engels, Lyon-Caen, Levy, Vrancken, Droz, 
Chamisso, Lejeune, Spée, Travers Twis y Langlois; se 
aceptó la siguiente disposición que creemos ajustada auna 
ley internacional porque responde no solo á los principios 
generales del Derecho, sino que también por haberse con- 
sultado en ella, con la opinión délos hombres prácticos, 
los verdaderos intereses del Comercio. 

Siendo el seguro un contrato de indemnización , el ase- 
gurador puede, no obstante toda estipulación contraria 
y aun en ausencia defraude, discutir el valor que el 
contrato de seguro atfibuye al objeto asegurado en el lu- 
gar y en el momento de la partida. Puede discutir 
también, la realidad del mayor valor, asegurado en el curso 
del viaje. Si el valor del objeto asegurado ha sido estimado 
por él, la prueba contraria le incumbe. 

Si el beneficio esperado ha sido manifestado, el asegura- 
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dor en caso de discusión deberá justificar, que la avalua- 
ción excede, en la época de la conclusión del contrato, al pro- 
vecho que era permitido esperar, según una sana aprecia- 
ción comercial. 

La misma solución se aplica en el caso de seguro de la 
comisión, corretaje ú otras ventajas que podrían sacarse de 
objetos sometidos á la fortuna del mar. 

El asegurador puede discutir el valor manifestado áfin 
de librarse de la obligación de pagar: i° En la totalidad de 
la avería común, 2 o En la avería particular si el monto del 
perjuicio comparado con el valor real, no llega á la inmu- 
nidad convenida. 

El asegurador del buque, asegurado en su valor en el 
momento del principio de los riesgos, por viaje ó á término, 
no puede discutir el valor asegurado en razón de su depre- 
ciación sobrevenida en el curso del viaje. 

Esta última parte se esplica por una razón muy sencilla, 
pues el buque es un cuerpo conocido, cuyo valor puede, á 
diferencia del cargamento, ser fácilmente controlado. 

Respecto del seguro, hecho por cuenta de quien perte- 
nezca, debe ser valedero, porque la mayor parte de las ve- 
ces aquel que asegura por cuenta de otro, obra en virtud 
de un mandato tácito y aun cuando éste no existiera, no 
hay razón para anular el seguro; siempre sería un nego- 
tiorumgestio. 

Ahora, en caso de siniestro el que reclama la indemni 
zación debe, antes del pago de la misma, hacer conocer á 
aquel por cuenta de quien se hizo el seguro y justificar su 
interés, escepto el caso en que el asegurado es portador de 
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la póliza y del conocimiento, pues entonces se presume 
tenga dicho interés. 

Por regla general y salvo estipulación contraria, la 
personalidad del asegurador juega un papel accesorio e n 
el seguro marítimo; resulta de esta circunstancia que la 
alienación de una cosa entraña ipsofado la sesión del se- 
guro, sin tener lugar la distinción de que la póliza sea á la 
orden, al portador ó que pueda cederse según las reglas 
del Derecho Común, y sin distinguir tampoco entre el pe- 
ríodo por el cual se pagó la prima, en el momento de la 
sesión y el período ulterior. 

Una restricción incontestable á'esta disposición es que 
el asegurador quede libre de la agravación de riesgos pro- 
ducidos á consecuencia de la alienación. 

En el caso que varios seguros sean hechos sobre las 
mismas cosas y contra los mismos riesgos por personas 
distintas, las legislaciones que lo han resuelto se han divi- 
dido, imperando en general, estas dos doctrinas opuestas: 
según la primera, que es la más antigua y la adoptada por 
mayor número de naciones, la solución consiste en hacer 
subsistir el primer seguro bástala concurrencia del valor 
del objeto asegurado y con arreglo ala segunda opinión, 
sostenida por las leyes inglesas y norte americanas, se 
admite la concurrencia de todos los seguros, cada uno de 
ellos proporcionalmente reducidos, de modo que el asegu- 
rado no perciba una cantidad mayor que . el valor del 
objeto que aseguró. 

La Comisión y la Asamblea del Congreso, no acepta- 
ron ni una ni otra de estas doctrinas, pero siguiendo el 
espíritu de la primera, por parecerleque la segunda era 
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contraria ala fijeza que deben tener los contratos, formu- 
laron el siguiente artículo. 

Los seguros múltiples hechos sin fraude sobre las mismas 
cosas y contra los mismos riesgos, por idénticos interesa- 
dos, obrando en persona ó por mandatarios > deben aplicarse 
por orden de fechas. 

El seguro posterior hecho por el interesado ó su manda- 
tario, debe primar el seguro hecho en su interés por un 
teícero sinmandato, aun en el caso que el interesado ha- 
ya ratificado este primer seguro después de haber conclui- 
do el segundo. Esceptúase el caso en que ratificando el 
prÍ7ner seguro, el interesado anuló ó pospuso el se- 
gundo. 

No obstante las razones aducidas por los sostenedores 
de esta disposición y la gran autoridad que representan 
como Jurisconsultos, nos permitimos diferir de su opi- 
nión y creemos que si se hubiese consultado algo más 
el carácter general de la ley internacional, hubiérase 
prescindido de cierto apego á preocupaciones añejas, 
de que trascienden sus discursos, para aceptar la ley 
inglesa y norte- americana más armónica con el propó- 
sito que se persigue. 

Supuesto el caso en que haya varios siniestros su- 
cesivos, el asegurador no puede quedar comprometido 
por una suma mayor que la asegurada ; pero á menos 
que exista convención contraria, si no quiere, exponerse á 
pagar además de la suma asegurada, el excedente de 
los gastos de salvamento, sobre el producto del mismo, 
así como los gastos de liquidación de averías, debe 
una vez que el siniestro ha llegado á su conocimiento, 
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ó antes que el salvamento haya comenzado, consentir 
en pagar la totalidad de la suma asegurada. 

El asegurador que indemniza al asegurado, debe ser 
legalmente subrogado en todos sus derechos y recur- 
sos. — El asegurado no puede por su hecho atentar con- 
tra los derechos del asegurador. 

El cambio de viaje anula el contrato de seguro, 
aun cuando el siniestro haya tenido lugar, antes que 
el buque se haya apartado de la ruta que debía se- 
guir por el viaje asegurado. 

Se esplica fácilmente esta regla por las numerosas 
dificultades prácticas á que daría lugar el caso en que 
se distinguiera, aceptando el seguro si el siniestro se 
produjo antes de cambiar de ruta. 

La anulación del seguro debe pronunciarse si se ha 
probado, que en la fecha del contrato, la feliz llegada 
ó el siniestro eran notoriamente conocidos en el lugar 
en que se encontraba el contrayente ó su manda- 
tario. 

Nuestro Código establece, en elart: 1375 que la 
cláusula libre de hostilidad, exonera al asegurador de 
los daños ó pérdidas que sobrevengan por efecto de hos- 
tilidades; y que en tal caso, el contrato de seguro 
cesa desde que fué retardado el viaje ó cambiada la 
derrota, por dicha causa, salva la obligación del ase- 
gurador de indemnizar, el daño que hubiese tenido 
lugar antes de las hostilidades. 

Sin embargo, agrega el mismo artículo, si al es- 
tipular la excepción de hostilidades, se ha convenido 
que el asegurado, apesar del apresamiento, sería in- 
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demnizado de las pérdidas ordinarias, el asegurador 
responde por todos los daños que no resulten de las 
hostilidades hasta que el buque, quede fondeado en el 
puerto. En caso de duda, sobre la causa de la pér- 
dida, se presume que la cosa asegurada ha pereci- 
do por los riesgos de mar y es responsable el ase 
gurador. 

Parécenos insostenible la doctrina que exige una cláu 
sula especial para exonerar al asegurador y creemos 
más conforme con la naturaleza del seguro marí- 
timo, que éste, en general, no responda por los per- 
juicios sobrevenidos por causa de guerra; y en este 
sentido y teniendo presente las condiciones á que debe 
supeditarse una ley general, nos parece incontestable 
la siguiente disposición adoptada por el Congreso de 
Amberes : 

A menos de estipulación contraria, el seguro maríti- 
mo no debe comprender los riesgos de guerra; peto si sobre- 
viene un hecho de ésta, que modifique las condiciones del 
viaje¡ el seguro de los riesgos de mar no debe cesar en 
sus efectos^ sino cuando el buque haya anclado ó ama- 
rrado, al primer puerto que llegue. 

Prescindiendo de la discusión de las cuestiones que 
se refieren ala responsabilidad del asegurador, á falta 
de estipulación contraria, por daño causado por los 
objetos asegurados á otros no asegurados, que creemos 
no debe existir ; y al caso en que el asegurado, para 
garantirse contra los recursos de terceros, aseguró se 
paradamente el buque y el flete, si tiene derecho á ago- 
tar sus recursos contra el asegurador del flete, antes 
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de dirigirse al del buque, cuestión resuelta por el Con- 
greso, poniendo en una misma línea á ambos; vamos á 
ocuparnos del último punto que hemos de tratar sobre se- 
guros, esto es: del abandono. 

He aquí los argumentos sentados por Droz, al de- 
fender las ventajas del • abandono : 

El abandono es favorable á los asegurados, princi- 
palmente por las dos consideraciones siguientes: desde 
luego asegura á aquel que ha sufrido un siniestro, el 
reembolso inmediato ; reembolso, que puede tardar mu- 
cho cuando se halla obligado para reclamar el monto 
de la avería, á esperar : sea la liquidación de la avería 
gruesa, sea la constatación de la avería particular. En 
segundo lugar, el abandono libra al asegurado de pro- 
ceder al salvamento y lo exonera de la vigilancia 
y de las responsabilidades que éste trae consigo. 

Pero al mismo tiempo que se establecen las ventajas 
que existen en sostener el abandono, como principio 
general, se observa la conveniencia que hay en restringuir- 
lo al caso de pérdida total ó á los que puedan asimi- 
larse áésta. 

Por estas consideraciones y las fundadas observaciones 
hechas en una luminosa discusión, en la que tomó una 
parte principal M. Lyon-Caen, la Asamblea del Congre- 
so de Amberes adoptó el siguiente articulo; 

El derecho de abandono y consagrado por el uso, debe 
mantenerse en caso de falta de noticias, de apresamiento 
ó detención de la cosa asegurada, ctiando uno de estos 
hechos se prolonga durante un periodo que determinará 
la ley\ debe también mantenerse en caso de pérdida lo- 
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tal ó por lo menos % que exceda d las tres euartas partes. 

El buque qve no sea susceptible de ser reparado \ se 
asimila á buque perdido. 

Las partes quedan libres de estipular otros casos de 
abandono. 

Débese esta última disposición cel artículo, al Señor 
Lyon-Caen. 

Contrato á la gruesa aventura — El contrato á 
la gruesa, ha quedado hasta cierto punto, relegado al 
olvido, en mérito á los nuevos contratos aleatorios de 
uso frecuente en el comercio. — Solo por respeto ala liber- 
tad de las convenciones puede admitirse el préstamo á 
la gruesa antes del viaje, pues existiendo la hipoteca ma- 
rítima en lo que se refiere al buque y el préstamo sobre 
el conocimiento respecto del cargamento, no hay motivo 
para acordar un privilegio, al crédito del prestamista á 
la gruesa. 

La ley, no debe preocuparse sino del préstamo hecho al 
Capitán, en el curso del viaje. 

Concuerda con esta regla, la siguiente disposición : 

El préstamo d la gruesa por un objeto asegurado por 
su pleno valor y debe tener por efecto disminuir el seguro 
d debida concurrencia, d menos que el préstamo fio se 
haya hecho en el curso del viaje por las necesidades del bu- 
que y del cargamento, en cuyo caso los gastos, que han 
hecho necesario el empréstito, son d cargo del asegu- 
rador. 

I Las averías particulares y las comunes, en ausencia 
de estipulación, deben quedar á. cargo del prestamista 
ala gruesa? 
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Esta pregunta admite una división en lo que res- 
pecta á las averías particulares y á* las comunes ; 
en cuanto á la primera, desde qu<i ella recae indi- 
rectamente sobre el prestamista á la gruesa, dismi- 
nuyendo el valor de la prenda, es natural y las opi- 
niones están acordes en aceptar que el prestamista no 
contribuya; pero respecto de las averías comunes, ar- 
gumenta, con mucha razón Caveri, diciendo que el 
carácter del contrato á la gruesa se basa en la su- 
misión á la suerte de la navegación, como el carga- 
mento y el buque, y todas estas cosas igualmente 
sometidas á los riesgos del mar, deben contribuir por 
el mismo título á la avería común : formándose pues, 
la masa de contribución con el valor del buque, 
del cargamento y del préstamo á la gruesa. 

Esta doctrina nos parece la más fundada y la Asam- 
blea del Congreso, la aceptó,, á pesar de las vivas 
discusiones promovidas por los partidarios del proyec- 
to de la Comisión', que le era contrario. 

El prestamista d la gruesa debe contribuir á las ave- 
rias comunes, salvo convención contraria. 

La salvedad fué propuesta por Lyon Caen, en mérito 
á razones de orden' práctico. 

Terminaremos, en lo que se refiere á esta sección 
y á los seguros, con la proposición del Comendador 
Virgilio, pidiendo se promueva la reunión de los dele- 
gados de las principales compañías de seguros de todas 
las Naciones, á fin de dictar reglas posiblemente uni- 
formes para las pólizas de seguros marítimos, Ajando 
os requisitos y cuanto pueda comprenderse en la e*. 
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presión sintética de : condiciones generales de seguros ma- 
rítimos. 

Las dificultades que pudiera suscitar este proyecto, 
solo pueden ser levantadas por el localismo, las ideas abso* 
lutasy erróneas de la nacionalidad, á las que, como dice 
Virgilio, poco á poco se opone la persuación de que lo 
verdadero y lo útil, no tienen patria y que deben ser 
aceptados por cuantos sepan que el progreso real, se 
actúa modestamente siguiendo lo mejor. 

La realización de este proyecto importaría una de las so- 
luciones más prácticas de la unidad de legislación, tan de- 
seada por todos y tan necesaria en el derecho marítimo. 

Del abordaje — Nuestro Código, según dice el Dr. 
Alcorta, á diferencia del Código Francés y aun de los 
demás Códigos que hacen de la materia de abordaje 
una sección especial y diversa de las demás materias con 
las que se puede ligar en muchos puntos, ha determinado 
el título, no sólo por la palabra abordaje, sino por la 
de choques y abordages que se completan y se dan 
mutuamente la interpretación jurídica; choque en cuanto 
importa una colisión, y abordaje en cuanto determina el 
único objeto susceptible de ella, en tanto manifiesta una 
operación marítima. 

Para fijar con toda precisión el carácter del abordaje, 
lo definiremos como lo hace el mismo doctor Alcorta 
diciendo que es: la colisión producida por el encuentro de 
dos ó más buques, y no el de un buque contra otro 
objeto, aunque este resultado haya sido producido 
por maniobras ejecutadas para evitar el encuentro de 
otro buque. 
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Veamos ahora, la primera cuestión que importa resol- 
ver á los efectos de la uniformidad. 

¿Hay lugar á someter las consecuencias del abor- 
daje á reglas especiales ó bien deben referirse al Dere- 
cho Común ? 

Si no está demostrado que el abordaje haya sido causa- 
do por una falta, es necesario formar de todas las ave- 
rías una masa, para liquidar proporcionalmente al va- 
lor de cada buque y su cargamento, ó bien es menester 
que. cada uno soporte sus averías ? 

He aquí, como explica la solución dada por el Con- 
greso, el Presidente de la Sección Marítima, M.Jacobs; 
no podemos menos de insertarla por su forma sinté- 
tica y por su perfecto acnerdo con la opinión que he- 
mos podido formar al respecto. 

«Todos están acordes para decidir que en caso de 
abordaje.fortuito cada uno soporta sus perjuicios sin 
repetición, hemos tenido que examinar desde luego 
si la misma regla debe ser adoptada en casos de abor- 
dajes dudosos» . 

«Varias legislaciones admiten que si hay duda, la equi- 
dad ordena hacer una masa de los perjuicios y dividirlos 
por mitad, — Hemos pensado que es más jurídico, dejar 
á cada uno soportarlos suyos. — En ausencia de falta 
establecida, nadie tiene títulos contra el vecino; 
cada uno debe soportar los perjuicios que ha es- 
perimentado» . 

«Si á uno solo de los buques le es imputable la 
falta, es evidente que debe cargar con todo el per- 
juicio.» 
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«Pero, ¿qué hacer cuando hay falta por ambas partes? 
Nos hemos encontrado en presencia de dos soluciones, 
sostenidas la una y la otra con vivacidad. — Nuestros 
colegas ingleses han preconizado, no sus leyes, que son 
mudas, sino sus costumbres, según las cuales se hace en 
este caso una masa del perjuicio, que soportan por mi- 
tad cada una de las partes. — Nos ha parecido que la ley 
belga, que reparte esta masa, no siempre por mitad, cual- 
quiera que sea la parte alícuota déla falta de cada uno, 
sino en proporción de esta parte alícuota, era más racio- 
nal. — Lo que detenía a nuestros colegas ingleses, era 
la dificultad para el Juez, de apreciar la parte alícuota de 
la falta de cada uno; pero les hemos hecho observar 
que el día que ellos introduzcan esta innovación en sus 
leyes, sus magistrados tan eminentes, no* tendrán mayor 
dificultad para hacer esa repartición que la que tienen 
en la actualidad los magistrados belgas y de otros países.» 

Otra cuestión que reviste un carácter importantísimo 
en materia de abordaje es la que se refiere á la 
obligación del buque que aborda, en socorrer al buque 
abordado. 

Existen en esté casó intereses inmediatos de la huma- 
nidad, que una ley con carácter universal debe amparar 
en lo posible, toda tendencia á salvaguardarlos. 

Inspirándose en este motivo Mr. Sainctelette opina 
porque deba imponerse esa obligación a cualquier buque 
que haya entrado en la colisión y que se encuentre en 
condiciones de poderlo hacer, haya ó no haya sido suya 
la falta y que debe extenderse su socorro hasta el puer- 
to más próximo. 
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Esta proposición que se halla de acuerdo con el Vid. 
marchant Shipping fué adoptada por el Congreso In- 
ternacional, sin discusión. 

No sucedió los mismo con la sanción, pues unos opina- 
ron porque la misma ley impusiera la pena y otros porque 
se dejara, según la fórmula inglesa, á la apreciación de 
cada país las penalidades que debían pronunciarse, pre- 
valeciendo esta última opinión que indudablemente se 
halla más de acuerdo con la esfera propia de una ley 
internacional, y es por otra parte, más fácil que sea adop- 
tada por todos. 

Del salvamento y de la asistencia La cues- 
tión del salvamento reviste caracteres muy delicados, 
que conviene examinar con la mayor prudencia á fin de 
no dejarse llevar por una ilimitada protección que pueda 
dar margen á los mayores abusos yá servir de amparo á 
los pseudo -salvadores, como propiamente les ha lla- 
mado Asser, en perjuicio de los intereses de los pro 
pietarios. 

Teniendo en cuenta esta consideración, la indemnización 
de asistencia ó salvamento debe ser determinada tomando 
por base: el celo y el tiempo empleado, los servicios 
hechos al buque, alas personas yá las cosas, el número 
de personas que intervinieron activamente, el peligro al 
cual se expusieron, el peligro en que se hallaba el buque, 
las personas y cosas salvadas y por fin el valor real de 
los objetos salvados, una vez deducidos los gastos. 

Los artículos 1463 y 1465 de nuestro Código, estable- 
cen con corta diferencia las mismas bases. 

Elart. 1469 dispone: que toda convención, transac- 
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ción ó promesa sobre salario de asistencia ó salvamento, 
será nula si es hecha en alta mar ó al tiempo del vara- 
mente, con el capitán ú otro oficial, ya sea respecto del 
buque ya de los efectos que se hallaban en peligro. 

Los fundamentos de este artículo, son bien fáciles de 
concebir; los contratos hechos en momento de peligro 
se presumen lleven el vicio de miedo ó intimación; pero co- 
mo ésta no debe ser sino una presunción, no aceptamos la 
nulidad ipso fado y creemos más prudente establecer: que 
todo contrato hecho en momento de peligro, estará sujeto 
ala rescisión. 

También creemos que los pasageros cuya vida ha sido 
salvada, no deben contribuir á la remuneración especial de 
asistencia — Una ley contraria sería violatoria de la moral. 

Por último, de acuerdo con las prescripciones del art. 
1443 de nuestro Código, que prohibe entrar á bordo de 
un buque para auxiliarlo, sin consentimiento expreso del 
capitán, no debe tener ningún derecho á la indemnización 
de salvamento ó asistencia, aquel que impuso sus ser- 
vicios, especialmente si subió á bordo sin permiso del 
Capitán. 

¿ Debe castigarse al Capitán, que pudiendo hacerlo, re- 
husa tomar á su bordo los pasageros y el equipage de un 
buque que se halla en peligro ? 

Hay por medio intereses humanitarios que una ley uni- 
versal, menos que ninguna debe desconocer, desde que su 
fin tiende precisamente al bienestar de la humanidad. — 

Bajo este punto de vista creemos incontestable la si- 
guiente disposición sacada del art. 128 del Código Italia 
no. sobre marina mercante: 
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El Capitán que encuentra un buque, aun siendo ex* 
trangero ó enemigo, en peligro de perderse \ debe, si puede 
hacerlo, ir en su ayuda y prestarle toda elase de asisten- 
cia, bajo las penas establecidas por la ley. — Esta ley debe 
ser indudablemente, la que establezca cada país. 



Terminaremos con esto, el capitulo referente al Dere- 
cho Marítimo; no se nos escapa la falta de muchas cues- 
tiones que además de las tratadas, pudieran resolverse, 
pero ya anunciábamos al empezarlo, los límites que nos 
habíamos impuesto ; pudiendo darnos por muy satisfe- 
chos, si siquiera puede considerarse nuestro trabajo, co- 
mo un esbozo de una materia de suyo larguísima y eri- 
zada de dificultades que, aun en nuestro simple papel de 
propagandistas, requieren un tiempo y una competencia 
que estamos lejos de arrogarnos. 

También debemos manifestar en descargo de los defec- 
tos, de que seguramente estará plagada esta reseña, que es 
tal la convicción que nos asiste, sobre la necesidad y ven- 
tajas de una ley uniforme sobre Derecho Marítimo, que 
aun admitiendo se tuviera la desgracia de elejir la menos 
adecuada, los defectos que tuviera, estarían ampliamente 
compensados por los beneficios que produciría la unifica- 
ción, al salvar las dificultades materiales, al borrar las in 
certidumbres y al evitar los gastos que forman siempre 
el fondo real de las pérdidas. 



TRANSPORTES POR FERRO-CARRIL 



Si al genio del Comercio se debe la concepción de 
unir á los pueblos, por los vínculos de solidaridad que 
establecen la comunidad de intereses y la satisfacción 
de necesidades, al transporte es debida su realiza- 
ción. 

El transporte es el brazo derecho del Comercio, sin 
él no podrían desparramarse para todos, los beneficios de 
la civilización, ni podría cumplirse esta grandiosa ley de 
la humanidad, por la cual cada hombre trabaja para 
otro hombre, á través de los continentes ó de los mares in- 
finitos ! 

Por eso vemos que los transportes han seguido una 
marcha paralela con el progreso del Comercio y que, des- 
de el simple aparato locomotor del hombre, hasta las 
poderosas naves que surcan los mares inmensos y las 
locomotoras que suprimen los desiertos, cada gradación 
ha respondido é influido á la vez en un adelanto en la sen- 
da progresiva délas relaciones comerciales. 

Cumple á nuestra tarea, el ocuparnos de uno solo de 
los distintos medios de transporte, esto es, el que se hace 
por vías férreas, suprimiendo esta circunstancia el carác- 



— 86 — 

ter universal de la legislación destinada á regirlo, para 
convertirse en una ley puramente continental; sin quitar- 
le por esto la importancia que naturalmente reviste en 
las relaciones internacionales con nuestros vecinos y otros 
países que esperan ansiosos el advenimiento de los rieles, 
extendidos por nosotros para buscarlos, para suprimir el 
aislamiento y para asociarlos á este fecundo y tumultuoso 
movimiento, tendente á desenvolver la prosperidad inte- 
rior de cada comarca. 

Creemos que bastarán estas ligeras indicaciones, para 
fundar la necesidad y ventajas que proporcionaría una 
ley uniforme en materia de transportes por Ferro-Ca- 
rriles. 

Una ley uniforme sobre esta materia, como dice 
de Seigneux, refiriéndose al proyecto suizo, no sola- 
mente es de desear por su utilidad, sino que por la 
fuerza misma de las cosas, se ha convertido en una 
necesidad que cada día es más general y apremiante. 

Cuanto más aumenta el tránsito, mayormente se ha- 
ce sentir la incertidumbre jurídica que experimentan el 
expedicionario, el transportador, el destinatario y en 
general todos los que tienen un interés directo ó indi- 
recto en la rápida y segura trasmisión de las cosas; á 
consecuencia de la divergencia de las disposiciones que 
rigen los transportes por Ferro-Carril. 

Muchos son los elementos que hemos de tener en 
cuenta al establecer una ley general sobre la materia. Las 
cualidades generales de los transportes, según el Dr. 
Martín y Herrera son: -/a celeridad, la regularidad y con- 
tinuidad, la seguridady la baratura. 
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« La celeridad según dice el mismo autor, favorece una 
circulación más activa; las mercaderías no producen, 
mientras se transportan; haciendo con mayor rapidez la 
traslación, los valores se renuevan, permitiendo obtener 
nuevos beneficios en el mismo tiempo». 

« La regularidady continuidad en el transporte evitan 
los obstáculos y pérdidas resultantes de la suspensión de 
los viajes, que retardan el cambio y paralizan los capi- 
tales. La seguridad es condición esencial en los trans- 
portes; no hay nada que pueda compensar las pérdidas 
ó desastres. La seguridad no está como pudiera creerse 
en razón inversa de la celeridad y del progreso en los 
medios de locomoción. Las estadísticas demuestran que 
el número de accidentes en los ferro-carriles es mucho 
menor proporcionalmente, á los que se ocasionan en los 
otros vehículos. 

«La baratura del precio de transporte debe también 
tomarse en cuenta, porque en definitiva, los gastos de 
traslación recargan el precio del artículo y son satis- 
fechos por el consumidor». 

Cuidaremos de consultar estas cualidades, al discutir 
las disposiciones que deben formar una ley continental 
única, sobre transportes por ferro-carril. 

Débese á la Suiza el haber iniciado la idea de uni- 
ficar las legislaciones sobre transportes por ferro-carril 
y tentado, probablemente con éxito, llegar á un resultado 
práctico sobre la materia. 

Con motivo de esta tentativa, existe un proyec- 
to que fué presentado por el Consejo Federal á los ga- 
binetes de Berlín, Paris, Roma y Vlena, y los motivos, 
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críticas y monografías especiales que á causa del proyecto 
se produjeron. 

Estos, las legislaciones Europeas que tratan la cues- 
tión y las pocas disposiciones que existen en la nuestra, 
formarán la fuente de nuestro trabajo, el cual, como ya 
se ha manifestado en los otros capítulos, ha de reducirse 
á considerar los puntos principales. 

El primer problema que se presenta al establecer una 
convención para unificarlas diversas leyes sobre ferro-ca- 
rriles, es el siguiente: 

¿La convención debe fijar, para el transporte por ferro- 
carriles, ciertas reglas uniformes de una aplicación gene- 
ral en el sentido de que sean obligatorias para los Estados 
contrayentes, tanto para el tráfico interno como para el 
externo? O bien, no deben admitirse sino para el tráfico 
internacional entre las líneas de los Estados Contrayentes, 
pudiendo cada Estado conservar é introducir en el tráfico 
interno, disposiciones particulares ? 

El proyecto suizo tiene por base, esta segunda solución, 
con la cual nos permitimos diferir siguiendo la opinión de 
Eger. 

No vemos la utilidad práctica que resultaría de limitar 
la convención puramente al tránsito, desde el momento 
que ella importa un desconocimiento de la unidad de de 
recho que se persigue. 

Permitir que subsista en el interior de cada país, no 
solo las disposiciones actuales que pueden ser opuestas 
sino también el derecho de crear otras nuevas, que segura- 
mente lo serán, una vez que el localismo pudiera hacer 
de ellas un arma, es empeorar la situación del stato quo; 
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sin contar con los conflictos, dificultades y trabas de toda 
especie que habrían de surgir forzosamente, allí donde se 
quiso evitarlas. 

Sólo se explica esta disposición como un paso vacilante 
dado en pro de la unificación, haciendo las mayores conce- 
siones posibles á los Estados particulares á fin de ob- 
tener, siquiera sea, una disposición uniforme para 
salvar las dificultades apremiantes del momento. 

Pero, para nosotros, que estamos convencidos de las 
ventajas generales de la uniformidad y que por consiguien- 
te creemos que para obtenerla, no deben hacerse con- 
cesiones, sino evidenciar los beneficios recíprocos para 
todos los contrayentes, no podemos admitir la base del 
proyecto y por el contrario tenemos la firme persuación» 
que las leyes uniformes deben extenderse á los transpor 
tes interiores y esteriores, hechos por ferro-carril. 

Por esta divergencia con una de las bases del proyecto, 
se comprenderá fácilmente los motivos de controversia 
á que darán lugar muchos délos puntos tratados en di- 
cho proyecto y que necesariamente se han estribado en el 
principio que impugnamos. 

El proyecto Suizo se ha reducido especialmente á 
legislar el transporte de mercaderías, que es precisamente 
el que tiene un interés más inmediato con nuestro 
propósito. 

He aquí los títulos que comprende el proyecto suizo 
los cuales en mérito al orden, nos servirán de guía en 
nuestra exposición: 

I o Del contrato de transporte internacional. 
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2 o Ejecución del contrato internacional de transpor- 
tes por ferro-carril. 

3 o Derecho de ejercer la acción de indemnización y 
competencia. 

4 o Condición y extensión de la responsabilidad de los 
ferro-carriles. 

5 o Casos en que la acción por indemnización se extin- 
gue por reclamo tardío ó por prescripción — y 

6 o Recurso de los ferro-carriles los unos contra los 
otros. 

Del contrato de transporte internacional. — El 
artículo 1 ° del proyecto suizo, lleno de restricciones pa- 
ra que se acepte en todas las estaciones, bajo la base de una 
carta de pone, las mercaderías remitidas á una estación 
que se encuentra en uno de los países de la Convención, 
se resiente del principio inaceptable que separa los regla- 
mentos interiores y exteriores. 

Por esto, creemos más de acuerdo con la unifor- 
midad, las bases que propone en su contra-proyecto 
Georg Eger. 

Los principios del contrato de transporte reglados por 
la Convención internacional, en lo que concierne d su 
forma, á su tenor y á sus consecuencias, se aplican tan- 
to á los transportes interiores como d los de tránsito. 

Cada una de las redes férreas del territorio de la 
Convención, se compromete d encargarse del transporte 
suponiendo que su material rodante regular sea suficiente, 
que el expedicionario ó el viajero se sometan d las cláu- 
sulas que el Derecho internacional deja al libre arbitrio 
de las Empresas, en fin que las mercaderías sean regla- 



- 91 — 

mentariamente embaladas; las empresas no se compro- 
meten á aceptar las mercaderías, antes déla posibilidad 
de su transporte, ni están autorizadas á favorecer un 
expedicionario 6 un viajero á expensas de 0U0, ev fin ellas 
son responsables de los perjuicios qne resulten de las 
contravenciones. 

El transporte tiene lugar sobre todas las líneas de la 
Convención, por medio de cartas deporte únicas y direc* 
tas, sin dirección intermediaria. 

Los art. 48 y 49 de nuestra ley de Ferro-carriles 
Nacionales, establecen el orden por registro sin preferencias 
para nadie ; pero exceptúa, los frutos y provisiones des- 
tinadas al consumo diario de las poblaciones que el 
Ferro-carril comunique, los equipages de los pasageros 
y los bultos de encomiendas, cuyo peso no exceda de 
cincuenta kilogramos y los objetos para los cuales la 
autoridad gubernativa, nacional ó provincial, recia 
mase la preferencia por urgencia de servicio pú- 
blico. 

Respecto de los requisitos que debe tener la carta 
de porte, nuestro Código en el art. 165, enumera los 
siguientes: 

1 ° Nombre del dueño de los efectos ó cargador, el 
del acarreador ó comisionista de transporte, el de la per- 
sona á quién se han de entregar los efectos y el lugar 
donde debe hacerse la entrega. 

2 o Designación délos efectos, su calidad genérica 
peso ó número de los bultos y sus marcas ó signos exte- 
riores. 

3 o El flete ó porte convenido. 
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4 ° Ei plazo dentro del cual debe verificarse la en- 
trega. 

5 ° Todas las demás circunstancias que hayan entrado 
en el convenio. 

También establece por el artículo siguiente que: la 
carta de porte es el titulo legal del contrato entre el 
cargador y el acarreador, decidiéndose por su contenido 
todas las cuestiones que ocurran con motivo del transpor- 
te, sin admitirse más excepción contraria que la de falsedad 
ó error involuntario de redacción. 

El art. 47 de la ley Nacional de Ferro-Carriles de 1872, 
dice: que en caso de exigirse una carta deporte, deberá 
darse; pero si no se pide, se sustituirá por un recibo que 
indique la naturaleza y peso de los bultos, el importe to- 
tal del flete y el tiempo en que debe hacerse el transporte; 
por lo demás, como está expresamente indicado en el art 
52 de la misma ley, las obligaciones, responsabilidades, 
etc., serán regidas por las disposiciones del cap. 5 ° tít. 3 o 
libro I o del Código de Comercio, de modo que aun 
cuando éste no ha legislado expresamente sobre ferro- 
carriles, los requisitos que establece sobre carta de porte, 
son los que deben prevalecer. 

Las enunciaciones legales de la carta de porte, aunque 
deben consignarse, su omisión no vicia de nulidad al 
acto ; éste surtirá sus efectos y las diferencias ú omisio- 
nes se salvarán por otros medios de prueba, como lo reco- 
noce implicitamente el mismo Código en el artículo 
179. 

Respecto de las únicas excepciones que según el artícu- 
lo, pueden oponerse ala carta de porte, haremos notar con 
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la autorizada opinión del Dr. Obarrio, que es una inconse- 
cuencia de nuestra legislación mercantil, puesto que si el 
contrato es perfeccionado por el consentimiento mutuo de 
la partes, tiene que reunir las mismas condiciones que todos 
los actos jurídicos para su validez. 

En una ley internacional, la carta de porte tiene una 
importancia grandísima; es la prueba del contrato .entre 
el Ferro-carril y el cargador; regla sus derechos y obliga- 
ciones respectivas y, para que se mantenga su carácter 
de documento que pueda hacer fé ante terceros, es menes- 
tor esté impresa y sellada por la Administración del 
Ferro- Carril. 

Los requisitos exigidos por nuestro Código para ser 
incorporados á una convención internacional sobre Ferro- 
Carriles, es necesario que sean ampliados y complementa- 
dos; así por ejemplo, deberán designar los nombres de 
las estaciones que reciben ó envían, el valor declarado, 
en caso que la Administración asegure las mercade- 
rías, la mención de si han de ser trasportadas por expreso 
(gran velocidad) ó por tren ordinario, si el flete fué paga- 
do ó se debe, el nombre del expedicionario constatado por 
la firma escrita ó impresa ó por su su sello. 

La carta de porte deberá también servir de base á las 
responsabilidades del expedicionario, por las indicaciones 
contenidas en ella, debiendo éste soportar las consecuen- 
cias que resulten de declaraciones irregulares, inexactas 
ó incompletas; cuya verificación corresponderá hacer á 
la Administración del Ferro-Carril, en presencia de al- 
gunos de los interesados ó por lo menos de dos testigos. 
Como pena á estas faltas, en vez de establecer multas, 
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opinamos que se exima á la Empresa de toda responsa- 
bilidad, como lo establece el artículo 50 de nuestra ley 
de Ferro-Carriles. 

El contrato de transporte deberá considerarse perfec- 
cionado, una vez que se haya hecho la consignación com- 
pleta de la mercadería declarada en la carta de porte y que 
la Oficina correspondiente la haya aceptado, poniendo su 
sello sobre dicho documento. Podría exijirse un duplica- 
do ó certificado de la carta de porte, á requisición del es- 
pedicionario, pero este no tendrá ninguno de los efectos 
del original que sigue la carga. 

Respecto del acondicionamiento ó embalage, el princi- 
pio general es que los Ferro -carriles son irresponsables de 
las averías no visibles, pero responden de los vicios apa • 
rentes, puesto que en estos últimos les sería imputable la 
falta de no haberlos controlado debidamente en la recep- 
ción de las mercaderías. 

El artículo 185 de nuestro Código Comercial hace res- 
ponsables á los conductores y comisionistas de transporte, 
por los daños que resultaren de su omisión en el cumpli- 
miento de las formalidades de las leyes ó reglamentos fis- 
cales, en todo el curso del viaje y á la entrada en el lugar 
del destino. Mas, tratándose de una convención interna- 
cional, no podríamos encontrar en su espíritu la extensión 
de esta fórmula á las formalidades de aduana, y aunque 
el proyecto Suizo imponga esta obligación á las empresas 
de Ferro-Carriles, mediante una tasa fija, no responsabi- 
lizando al espedicionario sino por la inexactitud de los 
datos, creemos más adecuada á nuestro propósito, la legis- 
lación Alemana (Cód. deCom. art. 393 — Regí. sob. Ferro- 
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Carriles §51) que no reconoce dicho compromiso, por 
parte del Ferro-Carril, y al contrario impone al expedicio- 
nario la obligación de poner á la Empresa en condi- 
ciones de llenar dichas formalidades; disposición suficien- 
temente fundada, en las enormes multas establecidas por 
las Aduanas por el más leve error, lo que haría subir en 
contra de los intereses de todos la cuota impuesta 
por el Ferro-Carril; sin contar con el inconveniente dete- 
ner que variar sus tarifas á cada modificación délos regla- 
mentos aduaneros. 

La cuota del transporte, una vez que se estableciera 
una convención al respecto, se indicaría por una tarifa co- 
mún-, en su defecto debe formarse con la suma de las tasas 
á percibir por cada una de las líneas según sus tarifas res- 
pectivas, debiéndose añadir también todos aquellos gas- 
tos, que se hayan hecho para reparaciones interiores ó es- 
teriores que necesitaran las mercaderías, los derechos de 
tránsito, etc, 

Con relación al pago de los gastos de transporte po- 
drían indistintamente, hacerse en el momento de la con- 
signación de las mercaderías ó al entregarlas el destina- 
tario, si se exceptúa cuando el rápido deterioro de dichas 
mercaderías ó bien su valor no garantice suficientemente 
dichos gastos, en cuyo caso podrá exijirse anticipada- 
mente. 

Nuestro Código (Arts. 178 y 179) establece condicio- 
nes para los plazos, sean ó no estipulados en el contrato. 
En materia de líneas férreas, dada su continuidad, estos 
plazos podrían fijarse por convenciones especiales entre 
los Estados contrayentes, sin perjuicio de que puedan es- 
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tablecerse, también, sumando los planos estipulados en las 
tarifas de cada compañía. 

Ejecución del contrato internacional de trans- 
porté por Ferro-Carril — El Proyecto Suizo limita el 
derecho de retirar las mercaderías ó hacerles cambiar de 
destino, por parte del expedicionario una vez que se ha 
formalizado la carta de porte, á dos casos: cuando en ésta 
se ha reservado dicho derecho y cuando la carta no indi- 
que otro destinatario que el mismo expedicionario. 

Creemos que para responder á las exijencias del Co 
mercio en lo que concierne á la seguridad y movilidad, 
más propia es la disposición de nuestro Código en su 
art. 180, por el cual, el cargador puede variar la consig- 
nación de los efectos y el conductor ó comisionista de 
transporte está obligado á cumplir la nueva orden, si la 
recibiese antes de hecha la entrega en el lugar estipu- 
lado. 

Si alguna limitación debiera ponerse á este derecho, 
además de las indicadas en el mismo artículo 180. opta- 
ríamos por las impuestas por el Código Alemán, en 
cuanto que, dejala libre disposición al expedicionario has- 
taque, después de haber llegado los efectos, la carta do 
porte sea remitida al destinatario ó que éste haya intentado 
una acción de rescate de la carta y de los efectos. 

Si el transporte es impedido ó interrumpido á conse- 
cuencia de fenómenos físicos ó de un accidente fortuito 
cualquiera, el expedicionario ó el destinatario que tengan 
derecho á disponer de la mercadería, según el precepto 
anterior, no están obligados á esperar que se levante el 
obstáculo; pueden rescindir el contrato; pero debe indem- 
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nizar á la Empresa, si ésta no tiene que reprocharse 
ninguna falta, de los gastos de descarga y de los del 
transporte, en proporción al camino recorrido. Concuer- 
dan con esta disposición del Proyecto: el Código Alemán 
art 394. Reglamento Alemán sobre Ferro-Carriles § 58. 
Código Francés art. 104. Código Húngaro art. 397. 
Ley Suiza art. 18. 

Las reglas que deben seguirse respecto del rescate de 
las mercaderías, dice el artículo 12 del proyecto, son de- 
terminadas por las leyes y reglamentos del país en que 
ha tenido lugar. 

Esto equivale á excluir dichas reglas de la ley interna- 
cional, sobre todo en lo que respecta al derecho de prenda 
ó retención, cuando precisamente donde más se reclama la/ 
unidad es en estos puntos, porque la mayor parte de los 
pleitos y de las dificultades que suscitan los transportes, 
nacen de la diversidad de legislaciones al respecto. La 
disparidad en los derechos de las obligaciones, en las le- 
yes sobre quiebras etc., deben encontrar en este caso 
una fusión de principios estableciendo la unidad de le- 
gislación, aun sacrificando los pretendidos intereses 
especiales á cada país, pues se trata del interés de todos 
ellos. 

La solución en este caso, consistiría en dar á tes Em- 
presas el derecho de prenda sobre el valor de las merca- 
derías transportadas, por todos los créditos resultantes del 
contrato de transporte y el derecho de hacer vender las 
mercaderías en todo ó en parte, con preferencia á los acree- 
dores y á la masa, del propietario. 
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Derecho de iniciar la acción de indemniza- 
ción y competencia. — Establecido á quien compete 
disponer de las mercaderías: al expedicionario ó al des- 
tinatario, según los casos indicados en el título anterior, 
dedúcese como una consecuencia inmediata que, el de- 
recho de intentar la acción de indemnización, fundado 
en un contrato de transporte internacional, corresponde 
al que puede disponer de dichas mercaderías ó á quien 
esta disposición ha sido delegada. 

La mayor parte de las leyes europeas consideran al 
transporte como un todo, para hacer responsables á todos 
tos transportadores que han intervenido en el contrato, de 
¡as faltas y compromisos del anterior, de tal manera que 
el demandante se encuentra ante una serie de responsa- 
bilidades que, si bien es verdad que extienden la garantía 
desús derechos, tratándose de grandes Empresas, dicha 
ventaja no es compensada en manera alguna, por las difi- 
cultades y retardo que produce la indecisión y las ex- 
cepciones que pueden oponerse á su demanda ; por esta 
razón y en interés del mismo perjudicado, es menester 
fijar el menor número de empresas responsables con 
tal que contra éstas pueda obtenerse una acción incon- 
testable. 

El artículo 429 del Código Alemán resuelve hasta 
cierto punto esta cuestión, fundándonos en él, acepta- 
mos la siguiente proposición del contra-proyecto de 
Eger: 

Si el transporte debe efectuarse por medio de una car- 
ta de porte directa por intermedio de varias líneas férreas 
délos países de la convención, no serán responsables todas 
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las administraciones interesadas, sino solamente la ex- 
peditriz y la destinatriz, que serán demandables ante 
los Tribunales de sus jurisdicciones respectivas. 

Los tribunales competentes que se acaban de indicar, 
deberán pronunciarse también sobre los recursos, de unas 
administraciones contra las otras, que resulten de las de- 
mandas ó reclamaciones mencionadas. 

Condición y extensión de la responsabilidad de 
los Ferro-Carriles — Nuestra ley de ferro-carriles, como 
ya se ha dicho, dispone en el art. 52: que todas las cues- 
tiones referentes á obligaciones y responsabilidades de 
las empresas, por pérdidas, averías ó retardos, han de 
resolverse por el Código de Comercio ; cuyas decisiones 
(arts. 167 á 176) si bien establecen los principios gene- 
Íes, no prevén siquiera el caso particular de transporte por 
Ferro -carril. 

A fin de no confundir las cuestiones generales con 
las que especialmente se refieran á nuestro objeto, es- 
tableceremos la división propuesta porEger,en estas tres 
preguntas: 

1 ° ¿Cuáles son las condiciones generales de la respon- 
sabilidad ? 

2 ° ¿Cuáles deben ser las reglas de la extensión de los 
daños é intereses ? 

3 o ¿En qué límites puede concederse alas administra- 
ciones una responsabilidad legal restrictiva? 

La primera cuestión es resuelta uniformemente por 
todas las legislaciones. — Nuestro Código dice en el art 
167 : la responsabilidad del acarreador empieza á correr 
desde el momento en que recibe las mercaderías por sí 
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ó por la persona destinada al efecto, y no acaba hasta 
después de verificada la entrega. Los artículos 168 y 
169 establecen la responsabilidad del acarreador por los 
daños que sufran los efectos, exceptuando los que proven- 
gan de vicio propio, fuerza mayor ó caso fortuito que 
corren por cuenta del cargador. El art. 170 dispone; 
que, aunque las averías ó pérdidas provengan de caso 
fortuito ó de vicio propio déla cosa cargada, quedará obli- 
gado el porteador á la indemnización, si se probare que 
la avería y pérdida provino de su negligencia ó culpa por 
haber dejado de emplear los medios ó precauciones 
practicadas en circunstancias idénticas por personas di- 
ligentes. 

Respecto déla segunda cuestión, hay divergencia en 
las legislaciones. — Según el Código Francés seguido por 
el Holandés, Belga é Italiano, el transportador no solo de- 
be reparar la pérdida sufrida, datnnum emergens, sino tam- 
bién el beneficio perdido, lucrutn cessans. — El Código Alev- 
inan, seguido por la Hungría y la Suiza, no establece la 
responsabilidad sino por las pérdidas reales, excepto el ca- 
so en que haya culpa por parte del transportador, que en- 
tonces la indemnización sería completa. — Nuestro Código 
defiere la indemnización á la tasación hecha por peritos 
según el valor que tendrían los efectos en el tiempo y lu- 
gar de la entrega y con arreglo á la designación que de 
ellos se hubiera hecho en la carta de porte. 

Creemos que no existiendo culpa ó por lo menos negli- 
gencia grave por parte del transportador, no es equita- 
tivo hacerle cargar con el lucrum cessans, dado el cúmulo 
de responsabilidades que pesan sobre él. 
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En la tercera cuestión conviene observar previamente, 
que á los ferro-carriles no debe acordárseles la misma la- 
titud para limitar su responsabilidad por contrato, que á 
los transportadores ordinarios ; por cuanto, á pesar de la 
concurrencia entre unos y otros que día á día aumenta, 
siempre conservan aquellos un cierto monopolio que obli- 
ga álos expedicionarios y á los viajeros á servirse déla línea 
férrea y someterse á sus reglamentos. Una disposición en 
este sentido, llevada en apariencia contra los derechos 
de las empresas, no es, en realidad, como ha hecho ob- 
servar Mr. Fick, sino él restablecimiento de la libertad, 
amenazada por el monopolio. 

Pero tampoco podría negárseles que pudieran acor- 
dar todo límite á su responsabilidad, porque esto podría 
venir á perjudicar los intereses generales. Sometidos 
los Ferrocarriles á las responsabilidades de sus emplea- 
dos y aun de las eventualidades, teniendo que en- 
cargarse de transportes peligrosos, es justo autorízalos 
á limitar su responsabilidad, en tanto cuanto el expedicio- 
nario renuncie voluntariamente á ciertas medidas de pre- 
caución, para obtener precios más reducidos. 

Fundados en estos motivos creemos, de acuerdo con 
el espíritu del Código Alemán, que en una ley interna- 
cional, debe, en principio general, prohibirse á las Em- 
presas las restricciones contratuales de su responsabilidad, 
y autorizarlas por excepción en ciertos casos determinados 
por la necesidad y la experiencia. 

Los casos de valor declarado ó no declarado, cuan- 
do la pérdida provino de dolo, cuando la avería es parcial, 
la indemnización por retardo, la limitación de la res- 
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ponsabilidad de las empresas etc., se resuelven por esta 
regla general. 

Las mercaderías que no apareciesen en un término que 
podría fijarse de 30 á 60 días corridos después de la espi- 
ración del plazo indicado para la entrega, deben conside- 
rarse como perdidas y por consiguiente dar, al que 
tuviese derecho para ello, la acción correspondiente de 
indemnización. 

La Administración debe considerarse subrogada en 
los derechos del que acepta la indemnización, contra 
terceros, pero solamente hasta la suma del monto de dicha 
indemnización. 

De los casos en que la acción por indemniza- 
ción se extingue á causa de un reclamo tardío ó 
por prescripción — Es un principio consagrado en to- 
das las legislaciones que, el recibo de los objetos trans- 
portados y el pago del precio del transporte, extingue 
toda acción contra el transportador. (Cód. Arg. art. 175 
— Cód. Francés art. 105— Cód. Alemán art. 408— Cód. 
Italiano art. 84 — Ley Suiza arts. 45 y 46 — Cód. Holandés 
art. 93— Cód. Húngaro art 410 ). 

Para mantener las condiciones de celeridad necesarias, 
á fin de que el transporte cumpla con su verdadera mi- 
sión, la ley debe ponerlo al abrigo de todo reclamo; una 
vez que de hecho haya sido aprobado ; pero es evidente 
que la acción no se considerará extinguida sino por el 
pago de todos los gastos y el recibo de las mercaderías 
sin reserva expresa. 

Los casos, en que la acción no se extingue y puede 
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ser iniciada, según lo establece Egeren su contra-proyecto» 
son los siguientes ; 

1 ° Cuando hubiere reclamo por pérdidas ó averías 
que no puedan ser exteriormente constatadas en el mo- 
mento de la entrega, supuesto que haya constancia del 
hecho inmediatamente después de su descubrimiento y 
denuncia por escrito á la Administración destinatriz, pro- 
bándose que el daño se ha producido entre el recibo y la 
entrega de las mercaderías. 

2 o En el reclamo por causa del retardo, hecho por 
escrito en el plazo de ocho dias á la Administración desti- 
natriz. 

3 o Si se prueba que el daño tiene por causa el dolo 
ó culpa grave de la Administración ó de sus em- 
pleados. 

Para evitar los inconvenientes que pudiera producir, 
la diversidad de procedimientos en los Estados contra- 
yentes, conviene que la ley establezca expresamente, que 
las acciones de indemnización extinguidas conforme á las 
disposiciones indicadas, no pueden volverse á intentar 
judicialmente, sea bajo la forma de demanda, reconven- 
ción ó excepción. 

Respecto de la prescripción de estas acciones que re- 
sultan del contrato de transporte, cuando no se hallen en 
el caso de extinción establecido, nos parece acertada la 
disposición del proyecto suizo, dándoles un año de térmi- 
no y cinco años para el caso especial de dolo. 

La prescripción debe considerarse interrumpida, no solo 
por demanda judicial sino también por un simple escrito 
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de reclamo, presentado ante la Administración respon- 
sable. 

Recursos de las Empresas de Ferro-carril las 
unas contra las otras— Cuando se trató del derecho de 
iniciar la acción de indemnización, se dijo que á fin de evi- 
tar la indecisión del demandante, debían fijarse en un nú- 
mero limitado las empresas responsables, siguiendo al 
efecto, la ley alemana que dá acción contra la administra- 
ción expeditriz ó destinatriz ; pero esta disposición hecha 
convencionalmente en ventaja del perjudicado, no altera 
en manera alguna los recursos de las administraciones entre 
sí. Por consiguiente, si una administración responsable 
por esta circunstancia, puede probar que el daño no se 
produjo ó no pudo producirse en su línea, tendrá dere- 
cho de ejercer un recurso contra la administración que le 
siga, ó que le preceda, según los casos, por todo lo que 
haya pagado más los intereses y gastos ; y este recurso 
puede seguirse de administración en administración has. 
ta llegar á aquella en cuya línea se produjo el he- 
cho. 

Si la falta fuera colectiva entrevarías administraciones, 
éstas deberán pagar la indemnización proporcionalmente á 
la extensión de su culpa ó á la longitud del trayecto recorri- 
do, cuando no hubiera datos suficientes para establecer la 
primera. 

Es evidente que las administraciones pueden reglar es- 
tos recursos por medio de convenciones, confiando, por 
ejemplo, sus controversias y reclamos á peritos arbi- 
tradores, lo que les evitaría sujetarse á la lentitud de los 
trámites judiciales. 
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Uno de los puntos que mayor interés reviste para la 
uniformidad de las legislaciones sobre Ferro-carriles, es 
el que se refiere á cierta intervención indispensable de la 
ley, en los procedimientos locales necesaria para ase- 
gurar la unidad de la jurisprudencia sobre las acciones 
principales y los recursos. 

Por más que hasta cierto punto sería salirse de la esfe- 
ra de una ley universal, para entrar en la que corres- 
ponde al juego de las instituciones locales, es menester 
qne para todos los recursos sea declarado exclusivamente 
competente el tribunal que lo es para la acción principal ; 
pues de otra manera, como lo hace observar la exposición 
de motivos del proyecto suizo, teniendo presente las va- 
riadas interpretaciones de los tribunales de los distintos 
países, resultaría inevitablemente que una administración 
se vería condenada por un hecho que hubiera pasado en 
una línea perteneciente á otro Estado, sin poder recuperar 
sus derechos por vía de recurso. 



No está lejano el día en que los rieles de nuestras vías 
férreas atraviesen las fronteras para asociar á nuestros 
vecinos á esta rápida circulación de los hombres, de los 
productos y de las ideas, y entonces cuando la necesi- 
dad nos apremie, estas cuestiones tendrán el interés palpi- 
tante que tienen hoy en el viejo continente. 

Bastaría el hecho de haber contribuido, aunque 
sea de una manera bien pobre y defectuosa, á sos- 
tener la realización de un proyecto que conceptuamos 
necesario, para que nos diéramos por cumplidamente 
satisfechos, 



QUIEBRAS 



Unidad y universalidad de la quiebra — Teniendo 
el comercio por mercado al Universo, sucede en sus rela- 
ciones lo que acontece en la atmósfera: un movimiento 
cualquiera en sus capas, produce una serie de trastornos 
que trasmitidos por la elasticidad del aire, de sacudida 
en sacudida van á percutir en las regiones más apartadas 
del punto inicial. 

La facilidad en los medios de comunicación, la rapidez 
en los transportes y la movilidad de los capitales, han es- 
tablecido vínculos tan poderosos entre los comerciantes 
de todas partes del mundo, manteniendo entre ellos una 
corriente tan continua, que las faltas de uno solo al cum- 
plimiento de sus obligaciones, produce una conmoción 
cuyas convulsiones vienen á comprometer directa ó indi- 
rectamente el movimiento general. 

Aceptada la existencia del comercio internacional, es 
necesario admitir que las quiebras, antes que un interés 
local, tienen otro universal, porque las leyes destinadas á 
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regirlas tienen por fin inmediato la protección del crédito, 
esa fuerza viva que es el alma de las grandes operaciones 
mundiales del comercio. 

Sintetizando los caracteres comunes de todas las legis- 
laciones sobre los efectos de la quiebra, ha dicho Carie, 
que ellos no vienen á ser sino la aplicación práctica de 
este principio de razón universal: los bienes del deudor son 
la prenda común de sus acreedores. 

Como corolarios se desprenden de él, los sistemas co- 
munes á todas las legislaciones sobre la materia: quitar 
al deudor la posesión de sus bienes y pasar la administra- 
ción á los síndicos, dar al conjunto de acreedores una per- 
sonería jurídica, ordenar en forma de juicio universal la 
verificación de los créditos, la liquidación de la masa y el 
pago de los acreedores. 

Por más variadas y múltiples que sean estas operacio- 
nes, como hace observar Carie, ellas tienen por carácter 
una tendencia manifiesta á la unidad y á la concentración: 
un solo tribunal debe declarar la quiebra, una sola juris- 
dicción procede á la verificación de los créditos, el concor- 
dato es único; única igualmente es la liquidación de los 
bienes del fallido, hecha por los síndicos, cuya acción 
central reemplaza las acciones individuales de cada acre- 
edor. 

Pero si este carácter unitario constituye, en cada legis- 
lación, el espíritu délas leyes sobre las quiebras; ¿que 
motivo existe para hacérselo perder, por el solo hecho que 
los acreedores ó los bienes del fallido, se encuentran en 
países distintos? 

La invasión de la soberanía de un Estado que se juzga 
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por sus leyes propias, sería un argumento que tendría 
fuerza, si se tratara de cosas que estuvieran bajo su domi- 
nio; pero el comercio como sus bienes no pertenecen á nin- 
gún Estado particular, por las obligaciones á que está 
vinculado, por los intereses que tiene que salvar, por los 
beneficios generales que reporta, escapa por completo á la 
acción local y asume el carácter de universalidad, que 
hace fecundos sus resultados, dando valor á esos bienes, 
el cual desaparecería una vez que se quisiera circunscri- 
bir su campo de acción á los estrechos límites del loca- 
lismo. 

Zacharice, uno de los pocos sostenedores de la hostili- 
dad recíproca, ha dicho que, admitiendo la unidad de las 
quiebras «la aplicación y ejecución del derecho estrange- 
ro, pertenecería á los tribunales y magistrados competen- 
tes del país; pero la regla según la cual estos tribunales 
y magistrados deberían proceder y decidir sería dictada 
por un gobierno extrangero.> 

La aparente contundencia de este argumento, estriba 
principalmente en explotar la palabra extrangero, para le- 
vantar la susceptibilidad nacional; pero en este caso él no 
tiene valor alguno, si se observa que no ]se trata de la in- 
vasión ó prevalecimiento de leyes extrangeras, sino sim- 
plemente de una convención, la cual tendrá derecho á ser 
considerada tan nacional para un país como para otro; y 
la decisión pronunciada sobre la relación de derecho, co- 
mo dice Savigny, sería siempre la misma, cualquiera que 
fuese el país en que la sentencia hubiera sido dictada. 

Son siempre las oposiciones del localismo, que se en- 
cierra en sus estrechos baluartes para negar la coexisten- 
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cia del movimiento internacional, con el movimiento y la 
integridad propia de cada nación. 

¿Acaso, no vale más para el bien del Estado particular, 
unirse á los otros en un trabajo común, que aislarse para 
hacer improductivas las fuerzas que se hallan latentes en 
su seno? 

Por otra parte, es necesario convenir, que el Derecho 
Comercial, obra exclusiva de los comerciantes, originado 
por la necesidad de reglar sus mutuas relaciones, separare 
á cada instante de aquellos preceptos clásicos con que al- 
gunos jurisconsultos, guiados por el apego á las viejas 
instituciones, han pretendido hacer un cuerpo inconmo- 
vible, é insusceptible de ser modificado por los nuevos 
rumbos que el progreso imprime á las cosas huma 
ñas. 

Con una amplia libertad de acción, exento de ideas 
preconcebidas, ha podido buscar en cada caso particu- 
lar, la regla de conducta más conforme con los derechos 
y obligaciones déla humanidad; sus decisiones tienen el 
carácter de precisión que les ha comunicado el hecho 
mismo de ser obras espontáneas de la necesidad. Y tan- 
ta es su importancia, tan grandes las ventajas que pro- 
porciona, que á pesar de las resistencias reaccionarias, 
ha conseguido invadir la órbita de la ley civil, para darle 
nueva existencia, para vivificar sus agostadas ramas y 
ponerla en condiciones de participar de este movimien- 
to vertiginoso que es la vida de los pueblos moder- 
nos! 

Ahí están la letra de cambio, los seguros, la asocia 
ción de capitales; ayer del dominio exclusivo del comer- 
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ciante, convertidas hoy en un recurso útil para cual- 
quier persona. La misma quiebra ha invadido la es- 
fera civil, especialmente en las legislaciones modernas, 
como la ley alemana de 1877 que la asimila á la insol- 
vencia de las personas no comerciantes. 

Por fin, debido al espíritu morigerador del comercio, 
la condición del deudor ha sentido su benéfica influen 
cia;yanoes vendido como esclavo por sus acreedores 
sagun la costumbre hebraica, ni dividido en pedazos co- 
mo asegura Aulio Gelio, que establecía la ley de las 
XII tablas. — Si pide penas para el fraudulento, quiere la 
rehabilitación para el desgraciado, con el propósito de 
volver á utilizar sus honradas tendencias en la obra co- 
mún. 

El problema de la unidad y universalidad de la quie- 
bra, ha sido resuelto por la ciencia moderna. Su idea 
ha germinado en la necesidad, que es la más ancha base 
de los grandes principios, se ha robustecido por la ge 
nerosa propaganda de los sabios que la han desarrollado, 
y sólo espera para convertirse en un hecho, el acuerdo 
expreso de los pueblos, cuya adquiescencia tácita se ha 
manifestado, donde quiera que, los hombres de distintas 
nacionalidades se han encontrado para discutir los intere- 
ses generales de la humanidad. 

El Instituto de Derecho Internacional, la asociación pa- 
ra la codificación del Derecho de Gentes, el Congreso del 
Comercio y de la Indnstria reunido en París en 1878, le 
Congreso Jurídico Italiano, celebrado enTurin en 1880; 
todos ellos han dado bases, han formulado proyectos, 
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han pedido el concurso de los altos poderes, para llegar 
á esta legítima aspiración. 

Refiriéndonos ahora á nuestro país y á nuestra le 
gislación, hemos de mostrar el atraso de nuestras leyes 
y los graves inconvenientes que sus disposiciones, cau- 
san al comercio, á los intereses generales y por consi- 
guiente á los nuestros propios. 

El art 1531 de nuestro Código dice: 

La declaración de quiebra pronunciada en país ex- 
tranjero, no puede invocarse contra los acreedores que 
el fallido tenga en el Estado, ni para disputarle los de- 
rechos que pretendan tener sobre los bienes existentes 
dentro del territorio; ni para anular los actos que hayan 
celebrado con el fallido. 

Declarada también la quiebra por los tribunales del 
Estado, no se tendrá en consideración á los acreedores 
que pertenezcan al concurso formado en el extranjero, 
sino para el caso de que, pagados íntegramente los acree- 
dores del Estado, resultase un sobrante. 

A ese respecto, se entenderán los síndicos del con- 
curso formado en el Estado, con los síndicos del con- 
curso extranjero. 

No nos engolfaremos en el dédalo de los estatutos 
personales y reales, causa según Carie, de todas las difi- 
cultades surgidas sobre la materia, para justificar la pri- 
mera parte del artículo. Respecto de la segunda parte, 
hé aquí los fundamentos dados por el malogrado Dr. 
Moreno: 

« El Código, con el fin de favorecer á los que residen 
* en el país, bajo el amparo de sus leyes, no se preocupa, 
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« al tratar de las quiebras, de los acreedores que residan 
« en el extrangero, para proteger actos que no se han ce- 
« lebrado bajo el imperio de sus disposiciones. 

« Declarada también la quiebra por los tribunales del 
.« país, en el caso anterior, la ley no puede menos de acor- 
% dar preferencia á los acreedores del Estado, sobre los 
« bienes que en él tenga el fallido; porque sus créditos 
« tienen por garantía especial esos bienes y han sido ad- 
« quiridos en virtud de actos que, celebrados bajo su in- 
« fluencia, debe protejer y hacer cumplir. Para ser co- 
« merciante es en todas partes necesario, tener bienes 
« que formen un capital, con el cual responda á los com- 
« promisos y obligaciones contraidas en su giro; y como 
c la ley no puede hacer efectivo el cumplimiento de esos 
« compromisos, sino dentro de los límites de su soberanía, 
« la acción de un concurso no puede ejercerse sobre bie- 
« nes que el fallido tenga en extraño territorio; bienes que 
« forman la garantía de los otros acreedores. Así, pues, 
c cada concurso tiene derecho á los bienes que el fallido 
« tenga en el territorio de la Nación, donde ejercía el co- 
« mercio y cuyos tribunales lo declararon en quiebra; pero 
« ninguno á los que se hallen en otra nación, en perjuicio 
« de los lejítimos acreedores que allí tenga.» 

« Cuando los bienes del fallido no tienen ningún 
<c acreedor, ó pagados estos, resulta un sobrante, esas 
« dificultades desaparecen. Entonces, en el interés del 
« comercio y de la justicia, deben esos bienes aplicarse 
c al pago de las deudas contraidas en el extranjero, ya 
t que ningún derecho lejítimo se hiere, ni se causa per- 
« juicio á terceros que no han intervenido en la quiebra.» 
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« Esta preferencia que la masa de acreedores tiene á 
«• los bienes del fallido dentro del Estado, sobre los acree- 
« dores del concurso extranjero, no importa una exclu- 
« sión absoluta é individual de todo crédito extranjero* 
« Creemos que si un ciudadano de otro Estado, justificara 
« un crédito allí contraído, no podría menos de ser ad- 
« mitido al concurso, porque no era entonces la masa del 
« concurso extranjero que pretendiera apoderarse de los 
« bienes del fallido, constituido en ese estado, en virtud 
« de la quiebra declarada en otro país; sino un individuo 
« que pide justicia y el pago de un crédito personal ante 
.« los tribunales del obligado.» 

« Los efectos legales de la declaración de quiebra pro- 
« nunciada en país extranjero, no pueden producirse en el 
« Estado, porque la autoridad de la ley y de los tribuna- 
« les que la pronunciaron, no pasan más allá de los lími- 
« tes del territorio; pero una obligación no es menos 
« eficaz y legítima, porque se haya contraído bajo el impe- 
« rio de otras leyes; y no podría fundarse en esta circuns- 
« tancia una denegación de justicia, si se pidiera el cum- 
« plimiento de aquella. Lo que la ley ha querido evitar, 
« es que la masa de acreedores constituida por leyes y 
« autoridades extrañas, como un ser moral, ejerza sus de- 
« rechos en el territorio del Estado, sobre los bienes del 
« fallido, en perjuicio de los acreedores que en él tenga; 
c pero de ningún modo atentar contra los intereses y de- 
« rechos privados que por un deber de justicia, deben ser 
« protejidos y respetados por la legislación de todas las 
« naciones.» 

Prescindiendo de la base de estos argumentos estriba- 



- 115 - 

dos en la hostilidad recíproca, sistema que según el Dr. Al- 
corta, impórtala negación más completa del derecho in- 
ternacional privado, queremos converger la fuerza de 
nuestra discusión sobre la pretendida protección á los resi- 
dentes del país. 

En primer lugar tendremos que hacer esta distinción: 
al hablar de protección es de suponerse que no se trata 
de los intereses de tal ó cual residente, sino de todos ellos, 
ó mejor dicho de los intereses generales del país que se 
quiere protejer. 

Puesta así la cuestión; se cree efectivamente, protejer 
sus intereses por un amparo, que importa el desconoci- 
miento de los derechos de otros á quienes estamos vincu- 
lados por una corriente continua de relaciones? 

El caso particular de que el fallido tenga dos estableci- 
mientos, y declarado uno en quiebra en el extranjero, la 
ley debe protejer á los acreedores argentinos en cuanto 
se refiere á los bienes existentes aquí, para que estos no 
sean burlados por las otras legislaciones, no era un motivo 
suficiente para haber producido ese artículo, que importa 
el más claro reconocimiento de la pluralidad de quiebras, 
y en el que se considera á los extranjeros como enemi- 
gos, que para ponerse en guardia de sus futuros avances, 
se empieza por atacarlos. 

El comercio no tiene patria, ó más bien dicho tiene por 
patria al mundo y asi como todas las naciones cosechan 
los beneficios de su poderosa actividad, todas tienen la 
obligación y el interés de no trabar sus operaciones inter- 
nacionales. En materia comercial, el interés particular 
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de un Estado, sólo es cierto en cuanto es una emanación 
del interés general. 

Admítase este principio y el poderío del comercio en- 
sanchará su imperio, aumentando su actividad y exten- 
diendo los beneficios de esta armónica ley social, por la 
cual todos trabajan para uno y uno para todos. 

Naturaleza de las leyes de quiebras — Las leyes 
de quiebras han presentado siempre las mayores dificulta- 
des. Los distintos sistemas que al tiempo de crearse han 
llenado de esperanzas á sus autores y á los paises para los 
que se destinaban, en su aplicación no han cumplido las 
ventajas que prometían. De ahí resulta que ninguna na- 
ción esté satisfecha de su legislación sobre quiebras, dan- 
do esta circunstancia una movilidad tal á la materia, que 
puede decirse se producen á cada instante reformas, bien 
pronto sustituidas por otras, al perseguirse una solución 
satisfactoria. 

Nacen, en su mayor parte, estas dificultades de la natu- 
raleza misma de la institución, por la complicación de las 
situaciones y por la multitud de intereses antagónicos que 
es necesario conciliar. Pero, también estamos persuadi- 
dos, que muchos de los inconvenientes han surgido de las 
mismas leyes, las cuales exajerando el poder de su amparo 
han coartado por medio de formas solemnes la libertad de 
las partes, en nombre de un interés público, que es el pri- 
mero en violarse, al desasirse los interesados, de los com- 
plicados lazos que limitan su acción. 

Los gérmenes perniciosos que, con frecuencia, han he- 
cho fracasar el resultado que se proponían los legislado- 
res, se hallan más bien en las leyes de forma que en las de 
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fondo. Son los lentos é intrincados procedimientos, con 
sus salvedades, excepciones y sutilezas que agregan rue- 
das inútiles á un mecanismo que, debe ser lo más sencillo 
posible á fin de que la chicana y mala fé no encuentren un 
amparo, ahí donde se crea impedirlos. 

Pero, tratándose de una ley general conviene que en- 
tremos en algunas consideraciones, á propósito de las re- 
laciones que existen entre los preceptos de ésta y las leyes 
de forma peculiares á cada comarca. 

Al ocuparnos de los caracteres de la ley internacional, 
hemos dicho que, su esfera de acción debe ser tal que no 
perjudique las esferas particulares que envuelven las insti- 
tuciones propias de cada país; no puede pues, la ley gene- 
ral regir los procedimientos judiciales, porque ello impor- 
taría una verdadera usurpación de los atributos que cada 
Nación y aun cada Provincia, deben reservarse como par- 
te integrante de su autonomía. Así lo exije la'organiza- 
cion de los Estados y la armonía que debe predominar en 
este variado concierto de instituciones. 

Mas, no debe olvidarse que es precisamente en estos 
procedimientos y en sus subterfugios, donde encuentra un 
ancho campo el localismo, para anular, derogar y hacer 
ilusorias las leyes generales. Por eso, si bien éstas debe- 
rán encerrarse en los límites que les asignan las relaciones 
de derecho que deben reglar, es menester que eviten tan 
grave inconveniente, en cuanto fuere posible, buscando en 
sus mismos preceptos, la fórmula más adecuada para ga- 
rantir la eficaz aplicación de sus disposiciones. 

Unidad de jurisdicción — La declaración de la 
quiebra según lo establece el artículo 1521 de nuestro 
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Código y la mayor parte de las legislaciones, puede te- 
ner lugar á solicitud del mismo fallido, á instancia de uno 
ó más acreedores ó de oficio. 

Trátase de determinar ahora, cual es el tribunal com- 
petente para declarar la quiebra. 

Tomando la cuestión bajo un punto de vista general 
y equiparando la quiebra á la sucesión, el lugar señalado 
para abrir el juicio de quiebra, debe ser el domicilio del 
fallido; puesto que, es ante el tribunal de éste, donde más 
fácilmente puede hacerse el examen de los libros, formar 
el balance, ejecutar las medidas provisorias como la ocu- 
pación de los bienes, desde que es lo más presumible que 
en su domicilio se hallen situados, etc. 

Descendamos ahora á algunos casos particulares á fin 
de observar si la ley del domicilio ha de seguir prevale- 
ciendo en ellos. 

Estableceremos, según lo hace Carie, tres hipótesis: 
I o Cuando los bienes del fallido se encuentran en países 
distintos; 2 o Cuando sus acreedores son de nacionalida- 
des diversas y 3 o Cuando el fallido tiene dos ó más esta- 
blecimientos comerciales, situados uno en su propio país 
y los otros en el extranjero. 

Es en la primera cuestión y cuando se trata de bienes 
raices; que los opositores á la unidad de la quiebra, levan- 
tan el argumento de la lex rei sitce; mas esta objeción por 
más poderosa que parezca, fundada en que la organización 
territorial debe ser regida por el Estado respectivo, no 
puede tener cabida cuando se trate de un comerciante, 
que al obligarse sabía que debía contar con ellos para sus 
compromisos y que los acreedores á su vez, sabiendo que 
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los bienes del deudor son la prenda de sus créditos, estri 
barón sus operaciones en esa garantía; la cual volveríase 
ilusoria dividiendo el patrimonio del deudor según los Es- 
tados en que se hallen situados sus bienes, abriendo un 
ancho campo á los fraudes, á las complicaciones y á los 
gastos. 

Por otra parte, admitiendo la lex rei sita, en este ca- 
so, se incurriría en el error ya apuntado, de suponer al 
comercio, supeditado ácada Estado particular, lo que 
equivaldría á quitarle su carácter universal, que es su 
vida, su condición necesaria, sin la cual desaparecería 
la brillante foja de servicios que presta á la humanidad. 

Respecto de la segunda hipótesis apenas cabe discu- 
sión; no Jes posible suponer que se abran tantos juicios 
como acreedores en paises distintos haya, se desconoce- 
ría con estolas ventajas, por todos aceptadas, que trae la 
institución de la quiebra, sin más inconveniente para los 
acreedores que presentarse en el domicilio del fallido, 
hecho al cual debian suponerse expuestos al tiempo de 
contratar con éste. 

No presenta el mismo grado de facilidad la tercera 
cuestión; desde luego será necesario, como dice Carie, 
distinguir dos casos: I o Aquel en que el comerciante es 
socio en establecimientos distintos situados en paises di- 
ferentes y 2 o Cuando ya sea el mismo individuo ó la 
misma sociedad han abierto dos establecimientos en esta- 
dos diversos. En el primero no puede desconocerse la 
pluralidad de jurisdicciones, la competencia corresponderá 
á los tribunales en que se hallen situados cada uno de los 
establecimientos. Tratándose de casas distintas por su 



— 120 - 

individualidad y por su administración, los acreedores de 
la una no pueden confundirse con los acreedores de la 
otra, Pero, en el segundo caso es indudable que debe 
prevalecer la unidad de la quiebra; siempre podrá consi- 
derarse á uno de los establecimientos como central y al 
otro como sucursal, los acreedores que han contratado 
con uno de ellos, debe presumirse que lo han hecho, 
considerando todo el patrimonio de la persona, como 
prenda de sus respectivos créditos. Por último. ¿No 
sería conculcará sabiendas, los principios absolutos de 
Justicia, admitir que un mismo individuo y por los 
mismos actos, sea declarado fraudulento en una par- 
te y considerado legalmente como hombre honrado en 
la otra? 

Si no bastaran las razones que detalladamente se han 
dado en favor de la unidad de jurisdicción, podríamos 
agregar las que resultan considerando los intereses ge- 
nerales del comercio. La unidad importaría salvar los 
frecuentes conflictos con sus ruinosos gastos; ahorraría 
tiempo, tan precioso como el dinero, según el adagio 
inglés; libraría de la incertidumbre sobre la contrariedad 
de los juicios, y en una palabra propendería, con toda 
eficacia, á separar los obstáculos que se oponen ala libre 
y rápida marcha del comercio internacional. 

De la declaración de la quiebra y sus efectos — 
Supuesta la unidad de la quiebra y el reconocimiento 
de la ley del domicilio del fallido como destinada á 
regirla, es indudable, que á ella corresponde lo que se 
refiere á las disposiciones que nuestro Código enumera 
en el Título III bajo el nombre de: medidas provisorias en 
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caso de quiebra. Pero, preséntase un conflicto á propó- 
sito de la nulidad ó anulabilidad de los actos del fallido 
en una época próxima á la quiebra. 

Supóngase que dichos actos se han consumado en el 
extrangero ó se refieren á bienes muebles ó inmuebles 
que se hallan en otros paísesí que ley debe aplicárseles 
para juzgar si son nulos ó anulables? 

Para responder á esta cuestión, siguiendo la opinión 
de Carie, es necesario buscar la causa propia de la mili' 
dad ó anulabilidad de dicho acto. « Consistiendo en 
« que la incapacidad personal del fallido remonta auna 
€ época anterior á la quiebra, pero cuyo resultado es de 
« presumirse lo supiera por la proximidad indicada, se 
» puede decir que la declaración de la quiebra tiene á es- 
« te respecto un efecto retroactivo y que es en razón de 
« una falta de capacidad personal del fallido, que una 
« disposición especial de la ley anula ó declara anulables 
c ciertos actos efectuados por él. Ahora bien, la capa- 
« cidad del fallido se rije por la ley del domicilio, ó sea 
« la del lugar en que se abrió el juicio, luego ésta es la 
« que debe aplicarse para anularlos actos hechos por él, 
« en el número de días anteriores á la declaración, en los 
« cuales retrotrae su incapacidad.» 

Se entiende que no se trata de los actos en que, la uni- 
dad ó rescisión nace de las condiciones intrínsecas del 
acto mismo, sino de aquellos que provienen del solo 
hecho de haber quebrado el actor pocos dias después 
de haberlos ejecutado. 

Según las disposiciones de nuestro Código, los efectos 
de la declaración de quiebra se retrotraen ala época en 
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qüeel Tribunal fije la efectiva cesación de pagos. El art. 
1540 enumera los actos nulos por haberse efectuado 
después de dicha época y el 1541 los anulables. 

Verificación de los créditos — La convocación de los 
acreedores para tomar el carácter de junta consultiva, 
que nuestro Código dispone se haga bajo formas deter- 
minadas, así como, las funciones del Síndico, Juez Comi- 
sario, términos, etc., forman un cuerpo de procedimien- 
tos que debe entrar en la esfera de la ley local, y por con- 
siguiente deben efectuarse según las disposiciones de la 
ley del domicilio del fallido. Lis ordinanda secundum 
moren lociin quo ventilatur. 

Una sola consideración haremos referente áeste punto, 
por creer que debe tomarse en cuenta al proyectar una 
ley uniforme sobre la materia; refiérese ésta á los plazos 
acordados á los acreedores extranjeros, para que se pre- 
senten á verificar sus créditos. ¿Deben ser fijos? ¿Sería 
justo exponerá que un acreedor pierda sus derechos 
porque un acontecimiento insalvable, por ejemplo: una 
guerra con el Estado en que se halle el fallido, le haya 
impedido cumplir con los preceptos establecidos en la 
ley? 

Por más que pudiera oponerse el argumento de la rapi- 
dez de las operaciones, creemos que en casos como estos 
la equidad exije se haga una excepción y una disposición 
expresa de la ley prevea el caso, poniendo á salvo los de- 
rechos del acreedor. 

Calificación de la quiebra — Nuestro Código califi- 
ca las quiebras en casuales, culpables y fraudulentas, 
según que se haya determinado por un accidente impre- 
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visto, una imprudencia ó un acto doloso. Es en gene- 
ral la división aceptada por casi todas las legislaciones, 
por más que, algunas de ellas, como la Austríaca, no es- 
tablezca bajo el punto de vista de la calificación penal, 
ninguna distinción entre los diferentes casos que dan lu- 
gar á la declaración de la quiebra, limitándose á remitir 
á las leyes civiles y penales que determinan las consecuen- 
cias aplicables al fallido. 

De acuerdo con los intereses del Comercio, que corres- 
ponde asegurar á la ley internacional, creemos que las 
disposiciones de nuestro Código, facultando á los Jueces 
Comerciales para aplicar penas, deben suprimirse. 

Ellas importan la usurpación de una jurisdicción extra 
ñq, y el entorpecimiento de la celeridad del juicio, con un 
largo y pesado trámite que, hasta su resolución definitiva 
impide llegar al concordato, la mas ansiada solución por 
parte de los interesados, sin contar con los conflictos 
que, entre las jurisdicciones comerciales y penales pueden 
surgir, 

El Proyecto de Reformas á nuestro Código, limita 
las atribuciones de la autoridad mercantil á la califica- 
ción del fallido y á la remisión de testimonio del espedien- 
te, á la autoridad criminal, si él resultare fraudulento ó 
culpable; y si resultara la quiebra casual, y el fallido se 
encontrara detenido por causa de ésta, deberá ponerlo en 
libertad inmediatamente. 

Opinamos que debe irse mas allá aun, en mérito á las 
dificultades señaladas, y que por consiguiente la ley ge- 
neral debe suprimir toda calificación por parte del Juez de 
Comercio; cuando éste encuentre alguna irregularidad, al- 
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gun hecho que pueda proyectar sombras sobre la conduc- 
ta del fallido, los antecedentes serán remitidos al Juez del 
Crimen. 

Téngase presente, que el espíritu de la legislación so- 
bre quiebras no debe ser otro que economizar tiempo y 
gastos para que las pérdidas que necesariamente han de 
producirse sean menos sensibles, que los distingos y su- 
tilezas de las leyes sobreestá materia, han traido siempre 
el retraimiento y la aversión del comercio á estos juicios, 
á los cuales ha preferido, por lo general, los arreglos mas 
ruinosos é inmorales. 

He aquí, precisamente, uno de los casos en que la ley 
general, debe limitar la acción de las disposiciones loca- 
les, cortando la influencia que los procedimientos parti- 
culares pudieran tener para anular la eficacia de sus pre- 
ceptos. 

Suprimiendo la calificación, se suprime un verdadero 
obstáculo á la celeridad del juicio, se evita una tramita- 
ción dispendiosa, un acrecentamiento de gastos que, á 
veces, llega á absorver totalmente los dividendos; y se 
propende, de esta manera, á levantar la moral abatida del 
comercio que, como sucede entre nosotros, antes de ver 
desaparecer los bienes de la masa en las corrientes judicia- 
les, prefiere tratar sigilosamente con el fraudulento; vién- 
dose así forzado el comerciante honesto, á burlarlas le- 
yes por las leyes mismas. 

Del concordato — Es evidente y todos los tratadis- 
tas están conformes en admitir, que las formalidades pres- 
criptas para consentir el concordato, las circunstancias en 
que pueda tener lugar y todos los procedimientos tenden- 
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tésala homologación de los créditos, deben regirse por 
la ley del país en que se ha abierto el juicio de quie- 
bra. 

Respecto de la capacidad del fallido, admitiendo como 
admitimos la ley del domicilio para regir la capacidad 
personal, ésta concuerda con la que, la cualidad especial 
del juicio de quiebra, le asigna. 

Pero, donde se presenta una cuestión ardua y suma- 
mente controvertida, es en lo que respecta á la validez en 
el extranjero del concordato homologado por los tri- 
bunales del país en que se declaró la quiebra; espe- 
cialmente en sus efectos referentes á la disponibilidad 
del fallido, de los bienes situados fuera del país. 

La legislación y la jurisprudencia francesa sostienen 
que el concordato que ha sido homologado en Francia, 
no tendría autoridad en el extranjero y recíprocamente. 

La ley Belga sostenida por Renouard acepta las mis- 
mas conclusiones. 

Lainné admite la ejecución del concordato obtenido 
en el extranjero, con tal que reúna las condiciones reque- 
ridas por la ley del lugar en que se formó. En Ingla- 
terra prevalece una regla análoga; exceptuando, como 
dice Story, el caso en que según las leyes del país en 
que se aceptó el concordato, los acreedores extranjeros 
fueran excluidos de la repartición del activo, en cuyo caso 
el deudor no podría oponerlo á la acción de sus acree- 
dores. 

El sistema francés, desenvuelto por Massé, Pardessus y 
Renouard, es inadmisible, puesto que él importaría desco- 
nocer á las quiebras su carácter universal. 
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La cuestión vuélvese más complicada si se supone que 
el acreedor extranjero rio haya tomado parte en la discu- 
sión y arreglo del concordato. 

Pero, si se tiene presente lo que hemos establecido so- 
bre la unidad de la quiebra, en que deben considerarse á 
los acreedores extranjeros supeditados á la jurisdicción 
del fallido y en la posibilidad que siempre existiría, por 
parte de aquellos, en oponerse á este arreglo, creado por 
el buen sentido de los comerciantes en beneficio de todos, 
se convendrá fácilmente en que, una ley universal nacida 
de una convención, puede establecer, y es necesario que 
lo haga, si ha de tener presente los intereses que debe 
salvaguardar, que el concordato homologado por el tri- 
bunal de un país, se haga ejecutivo en cualquier otro. 

Es precisamente en presencia de estos conflictos que 
no solo existen en las disposiciones expresas de las distin- 
tas legislaciones, sino que también se hallan en las opinio- 
nes encontradas de los jurisconsultos, donde se pone de 
manifiesto la necesidad de una ley internacional, cuyas 
reglas uniforrnes den la solución más pronta, más eficaz 
y la mayor parte de las veces, la única capaz dé dirimir 
estas contiendas en beneficio de todos. 

Liquidación de la quiebra — Tan grandes son las 
dificultades que se presentan en la quiebra, cuando no 
existiendo concordato, es necesario proceder á la repar- 
tición proporcional de los bienes, por las preferencias* 
privilegios, etc ; que los opositores á la unidad y univer- 
salidad han hecho un argumento para demostrar los ma- 
yores obstáculos que se oponen á su realización, no te- 
niendo en cuenta, como observa juiciosamente Carie, que 
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con establecer varias quiebras en vez de una, la experien- 
cia ha demostrado que las dificultades lejos de disminuir, 
aumentan, 

Mientras se trate de acreedores quirografarios no 
puede existir cuestión, una vez admitidos los principios 
que hemos sostenido, sobre la ley que debe aplicarse. 
Ella debe ser la del domicilio del deudor, ya se trate de 
acreedores nacionales ó extranjeros, acordando, como lo 
hacen la mayor parte de las legislaciones, un plazo más 
largo, proporcional á la distancia en que se encuentren 
estos últimos, para hacer valer sus derechos. 

En el caso que los acreedores sean hipotecarios, em- 
pezaremos por admitir la doctrina que permite á una ley, 
contrato ó juicio extranjero la admisión de un derecho 
de hipoteca sobre inmuebles situados en el país, con tal 
que su ejercicio no ataque la organización de la propiedad 
territorial; y en este sentido, considerando á la hipoteca 
como un accesorio de la obligación principal, debe apli- 
cársele la ley que rige á esta última. 

No sucederá lo mismo respecto déla validez, de la ma- 
nera de ejercitar la acción hipotecaria, etc., estas cuestio- 
nes entran en el dominio propio de cada Estado y por 
consiguiente se aplicará la lex rei sita. 

Lo mismo debe establecerse, respecto de los privilegios, 
por cuanto éstos consisten en un favor atribuido por la 
ley local, en razón de la naturaleza misma del crédito. 

Es necesario reconocer que tratándose de acreedores 
privilegiados ó hipotecarios, y siguiendo la intención de 
éstos, que se han procurado seguridades reales para sus 
créditos, la ley que debe aplicárseles es la del lugar en 
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que estén situados esos bienes; sea que la venta haya 
sido provocada por el acreedor, ó por los síndicos á falta 
de iniciativa de éste. 

Otro tanto podemos decir del derecho de prenda so- 
bre bienes muebles, porque aun cuando, en principio 
general, la quiebra debe comprender todos los bienes 
muebles del fallido en cualquier parte que se encuentren, 
y por consiguiente su repartición debe sujetarse á la 
ley del lugar donde reside el tribunal de la quiebra, es 
menester, por consideraciones análogas á las que se hi- 
cieron respecto de la hipoteca, hacer una excepción en 
favor del acreedor prendario. 

Por lo demás, estas escepciones no atacan la doctrina 
de la unidad y universalidad de la quiebra, en realidad 
dichos acreedores, si bien rompen el principio de igual- 
dad que debiera existir entre todos ellos, apelan á proce- 
dimientos extraños ala esfera propia del comercio; no 
tienen fé en el deudor, no entran en la órbita del crédito 
que es el verdadero medio en que se mueven las opera- 
ciones mercantiles. 



CONCLUSIÓN 



Hé aquí terminado nuestro trabajo. Estamos conven- 
cidos de no haber sostenido una utopía, creemos por el 
contrario mas visionarios á aquellos que niegan la reali- 
zación de un hecho considerado practicable por el buen 
sentido de los pueblos y conceptuado necesario para el 
progreso del Comercio. 

Si en alguna parte han de arraigarse estas ideas, y han 
de encontrar más fácil acojida, por las ventajas inmediatas 
que proporcionarían, es seguramente en nuestro país — 
En ningún otro, como en el nuestro, se asiste á transfor- 
maciones más rápidas y se experimenta tan sensiblemen- 
te el desarrollo y la elaboración progresiva de todas las 
instituciones jurídicas y sociales. 

Vivimos en un medio ambiente, que á cada instante 
nos pone en contacto con las exijencias que el movimien- 
to económico moderno, imprime al mundo comercial y 
marítimo. 

Por nuestra situación geográfica, por el clima y los 
productos de la extensa zona de nuestro territorio, por 
el vigoroso impulso que nuestra naciente prosperidad ha 
recibido de las amplias leyes fundamentales que nos 
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rigen, por nuestro ya existente, cosmopolitismo, estamos 
destinados á ser de los primeros en incorporarnos á este 
movimiento, que indudablemente absorverá la actividad 
de nuestros futuros dias. 

Exuberantes de fuerzas y juventud, con una sana y 
vigorosa complexión, podemos acometer de frente la obra 
de nuestro progreso material, tratando de allanar la via 
pacífica del comercio, que seguramente nos dará el orden 
por el trabajo, la igualdad por la nivelación en la abun- 
dancia y todos aquellos beneficios que constituyen el bien- 
estar físico de los pueblos y que en vano se ha querido 
conseguir por el camino de las ideas abstractas. 

Hemos puesto de manifiesto la necesidad de que las 
leyes comerciales sean uniformes, hemos mostrado en 
cuanto nos ha sido posible, sus innegables ventajas ; es- 
tamos convencidos que ellas forman un bien que el tiem- 
po se encargará de convertir en realidad y que por 
tanto deben ser un objetivo, al que han de dirijirse todos 
nuestros anhelos y conatos. 

Tenemos así mismo la persuación, que las leyes co- 
merciales son más bien consecuencias que principios. El 
comercio avanza sus operaciones, establece vínculos, tra- 
ta de hallar la satisfacción de sus necesidades, como el 
agua tiende á encontrar su nivel; con posterioridad la le- 
gislación viene á establecer reglas sobre esta serie de 
relaciones; y sus preceptos, cuando son lógicos, se calcan 
necesariamente, en una costumbre que los ha precedido. 

Y bien! Ya que el papel de las leyes, se reduce á se- 
guir, tarde ó temprano, el camino, que expontáneamente 
ha abierto la necesidad, levantemos su misión; no siga- 



mos la estraviada senda de las decisiones dogmáticas, de 
las teorías á priori, destinadas á ser fatalmente arrastradas 
por las nuevas corrientes qne, a cada paso, establece el 
comercio; ciñámonos á sus exijencias, seamos previsores; 
no para oponer inútiles obstáculos á su desarrollo, sino 
para anticiparnos á la realización de sus tendencias, 
coadyuvando así, á su' más rápido progreso, á que la 
nave común pueda surcar libremente el mar grandioso 
del porvenir! 

Mas, como se llevará á efecto, esta aspiración? 

Las convenciones definitivamente establecidas por más 
limitadas que ellas sean, y los Congresos que se han cele- 
brado y se promueven diariamente, son como el preludio 
de tan ansiada realización. Por lo demás, creemos que, 
así como el Comercio ha sacado al hombre de su estado 
originario y vejetativo, para incorporarlo primero á la 
aldea y después á la nación, ha de recoger sus fuerzas 
hasta hoy latentes y aisladas, para tomar la parte que le 
corresponde en el imperio de las leyes que gobiernan á 
los hombres y alas cosas. 

La unificación de las reglas destinadas á regirlo, es un 
hecho que deberá cumplirse, porque él responde ásus ne- 
cesidades y porque para su logro, cuenta con ser el regu- 
lador del movimiento general, y es necesario tener pre- 
sente, que la vida es ante todo movimiento. 

Buenos Aires, Abril 18 1887. 

Puede imprimirse. 

OBARRIO. 
Enrique Navarro Viola. 



PROPOSICIONES ACCESORIAS 



Derecho Civil — El Código Civil Argentino establece 
la unidad del juicio sucesorio, cualesquiera que sean la 
naturaleza de los bienes y el lugar en que estén situados. 

Derecho Comercial — La sindicatura en las quiebras 
debe ser unipersonal. El Juez Comisario debe supri- 
mirse. 

Derecho Penal — No todos los criminales son refor- 
mables. 
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